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Violencia política contra las mujeres en la era digital: una lectura desde los 

derechos humanos 

Regina Martínez Zepeda 

2025-08-26 

 

En la actualidad, la violencia política contra las mujeres ha encontrado un terreno fértil en 

el entorno digital, donde las herramientas tecnológicas amplifican y sofistican las formas 

tradicionales de exclusión, acoso y silenciamiento. La digitalización de la vida política ha 

abierto nuevas oportunidades de participación, pero también ha expuesto a las mujeres 

(especialmente a aquellas que ocupan cargos de elección popular, ejercen liderazgo social 

o adoptan posturas disidentes) a una violencia que es sistemática, estructural y 

profundamente misógina. 

 

No estamos frente a actos aislados de odio en línea. Nos enfrentamos a un fenómeno que 

responde a dinámicas históricas de poder, que utiliza el entorno digital como medio para 

perpetuar la desigualdad de género. Esta violencia digital, que incluye desde amenazas, 

difamación, manipulación de imágenes, campañas de desprestigio, hasta la utilización de 

inteligencia artificial para crear contenido sexualizado o suplantación de identidad, debe 

analizarse desde una perspectiva jurídica interseccional que reconozca su carácter 

estructural, y desde una mirada feminista que reivindique el acceso igualitario de las 

mujeres al espacio público. 

 

INSTRUMENTOS INTERNACIONALES: AVANCES Y LÍMITES 

En el plano internacional, el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia política ha 

sido reconocido en diversos tratados y declaraciones. La Convención de Belém do Pará fue 

pionera en visibilizar la violencia en el ámbito público como una expresión de discriminación. 

Más adelante, la Ley Modelo Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 

Violencia contra las Mujeres en la Vida Política, adoptada por la OEA en 2016, fue 

contundente al señalar que los Estados deben tipificar como violencia política las 

agresiones digitales, incluyendo actos de hostigamiento, amenazas, difamación, 

suplantación de identidad y uso de tecnologías para obstaculizar el ejercicio de derechos 

políticos.  
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El Comité CEDAW, en sus recomendaciones generales, ha advertido que la violencia en 

línea representa una extensión de las estructuras patriarcales en entornos digitales y ha 

llamado a los Estados a adoptar marcos legales y políticas públicas que aborden de manera 

específica la violencia política simbólica y digital. En la jurisprudencia del sistema 

interamericano, casos como el de “María da Penha” en Brasil o “González y otras (‘Campo 

Algodonero’) vs. México” han puesto de relieve la obligación estatal de prevenir y sancionar 

toda forma de violencia contra las mujeres, incluidos los contextos donde el Estado no es 

directamente autor, pero permite la impunidad o no actúa con la debida diligencia. 

 

CONTEXTO MEXICANO: AVANCES NORMATIVOS Y DESAFÍOS INSTITUCIONALES 

En México, la violencia política en razón de género fue reconocida formalmente en la 

reforma de 2020 a la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 

al igual que en la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, la Ley General 

de Partidos Políticos y la Ley General en Materia de Delitos Electorales. Esta reforma 

introdujo un concepto amplio de violencia política, incorporando su dimensión digital, y 

estableció mecanismos como el Registro Nacional de Personas Sancionadas por Violencia 

Política de Género y la posibilidad de anular elecciones si dicha violencia altera los 

resultados.  

 

El artículo 20 Bis de la Ley de Acceso define como violencia política digital aquellas acciones 

que, a través del uso de tecnologías de la información, buscan obstaculizar, limitar o anular 

el ejercicio de derechos políticos de las mujeres. Entre las conductas reconocidas están la 

creación de contenido sexualizado, los ataques coordinados en redes sociales, la 

publicación de datos personales (doxxing), el uso de bots para desprestigiar, y la 

manipulación de imágenes o audios con fines intimidatorios. 

 

CASOS PARADIGMÁTICOS EN MÉXICO 

En los últimos años, varios casos han puesto a prueba el alcance de estas normas. Uno de 

los más discutidos fue el de Karla María Estrella Murrieta, ciudadana sancionada por el 

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) en 2025 tras emitir una 

publicación en Twitter en la que hacía referencia a una diputada federal de forma 

simbólicamente violenta. Aunque Murrieta no era funcionaria pública, el TEPJF consideró 

que su publicación formaba parte de una agresión que afectaba el ejercicio de los derechos 

políticos de una mujer en funciones. Se le impuso como sanción la inscripción en el Registro 
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Nacional y la obligación de emitir una disculpa pública. Este caso abrió un debate delicado 

sobre la colisión entre la libertad de expresión y la protección contra la violencia política, así 

como sobre el potencial uso excesivo del sistema sancionador frente a ciudadanas sin 

poder institucional. 

 

Otro caso relevante fue el de la senadora Andrea Chávez, quien denunció la difusión de un 

deepfake de contenido sexual en el que su imagen fue utilizada sin consentimiento. Aunque 

el caso no fue judicializado formalmente, generó una amplia discusión pública sobre los 

vacíos normativos para enfrentar la creación de contenidos falsificados con fines de 

violencia política. Diversas colectivas feministas exigieron que se reconociera 

explícitamente este tipo de contenidos como formas graves de violencia política simbólica 

y digital, destacando la dimensión sexualizante y disciplinadora de estas agresiones.  

 

A nivel local, los tribunales electorales han tenido fallos relevantes en el tema. Por ejemplo, 

el Tribunal Electoral de Veracruz resolvió en 2022 el caso de una regidora municipal quien 

fue objeto de acoso digital por parte de otros integrantes del cabildo, quienes compartieron 

imágenes manipuladas con contenido sexualizado. El tribunal determinó que este acto 

constituía violencia política en razón de género, y ordenó medidas de reparación simbólica 

y la implementación de capacitaciones obligatorias en el ayuntamiento. 

 

JURISPRUDENCIA INTERNACIONAL: PRECEDENTES VALIOSOS 

A nivel comparado, algunos precedentes internacionales ofrecen luz sobre cómo abordar 

esta forma de violencia. En España, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional ha 

comenzado a explorar los límites de la libertad de expresión cuando se utiliza para atacar 

a mujeres políticas mediante discursos sexistas o estrategias de acoso digital.  

 

En Colombia, la Corte Constitucional ha establecido que el Estado tiene la obligación de 

garantizar entornos seguros para el ejercicio político de las mujeres, reconociendo que los 

ataques digitales pueden tener efectos disuasivos equivalentes a los de la violencia física 

o psicológica.  

 

En Argentina, el caso de la diputada Ofelia Fernández es ilustrativo. Ha sido objeto de 

múltiples campañas de odio y sexualización en redes sociales, muchas veces impulsadas 

por actores políticos o medios digitales coordinados. Aunque no todas estas agresiones han 
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llegado al ámbito judicial, han generado pronunciamientos del Ministerio de las Mujeres y 

de la Defensoría del Pueblo, quienes han exigido protocolos específicos de protección para 

mujeres jóvenes en política. 

 

MÁS ALLÁ DE LA LEY: IMPUNIDAD Y SILENCIAMIENTO ESTRUCTURAL 

Pese a los avances legislativos, la implementación de estas normas en México sigue siendo 

profundamente desigual. Según cifras del INEGI, casi el 30 % de las mujeres entre 20 y 35 

años que usan Internet han sido víctimas de violencia digital. Sin embargo, de las más de 

3,000 denuncias presentadas entre 2020 y 2024 por violencia política digital, menos del 5 

% ha concluido con una resolución sancionadora. Esto habla de una falla estructural en la 

capacidad institucional para investigar, procesar y sancionar este tipo de conductas. 

 

La falta de coordinación entre fiscalías, institutos electorales y tribunales, sumada a la 

ausencia de peritajes tecnológicos con perspectiva de género, genera un entorno de 

impunidad permisiva el cual desincentiva a las víctimas a denunciar y perpetúa la idea que 

este tipo de violencia es un “daño colateral” de la participación política. Además, la 

revictimización institucional, a través de procesos largos, exposición pública o falta de 

acompañamiento psicológico, contribuye al silenciamiento y al retiro de mujeres del espacio 

público. 

 

DEMOCRACIA DIGITAL Y JUSTICIA FEMINISTA 

Desde una perspectiva feminista y de derechos humanos, la violencia política digital 

constituye una forma contemporánea de exclusión. No se trata sólo de ataques individuales, 

sino de estrategias sistemáticas para mantener a las mujeres fuera del poder. Esta violencia 

refuerza el mensaje de que la política sigue siendo un espacio masculino, donde las mujeres 

deben pagar un alto costo simbólico y emocional por atreverse a ocuparlo.  

 

La respuesta del Estado debe ser integral. Es indispensable fortalecer los mecanismos de 

prevención, incluyendo campañas de alfabetización digital, protocolos de atención y 

monitoreo en tiempo real, pero también garantizar la reparación integral a las víctimas, la 

sanción proporcional a los agresores y la incorporación de medidas de no repetición 

estructurales. La justicia debe ser capaz de leer las nuevas formas de violencia sin aferrarse 

a paradigmas analógicos que invisibilizan la dimensión digital del poder.  
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La tecnología no es neutral, y su uso con fines de violencia política debe ser regulado con 

criterios de equidad, transparencia y rendición de cuentas. Las plataformas digitales 

también deben asumir responsabilidades más activas en la detección y remoción de 

contenido violento, colaborando con autoridades y organizaciones feministas. 

 

La violencia política digital de género no es un fenómeno marginal ni un efecto colateral de 

la participación política. Es una manifestación directa de la disputa por el poder, en un 

entorno cada vez más mediado por tecnologías que amplifican las desigualdades 

estructurales. Frente a ello, la respuesta no puede limitarse a reformas legales, sino que 

debe incluir un cambio cultural profundo, una justicia interseccional y feminista, y una 

democracia digital que no tolere el silenciamiento de las mujeres. Una democracia paritaria 

exige mucho más que cuotas o reformas: necesita construir espacios políticos (también 

digitales) libres de violencia, donde las voces de las mujeres no solo estén presentes, sino 

también seguras, dignas y reconocidas como legítimas. 
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La basificación potencial de los trabajadores eventuales al servicio del Estado 

Eduardo González Chávez 

2025-08-26 

 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de 10 de marzo 

de 2021 resolvió por unanimidad de 5 votos la contradicción de tesis 232/2020, cuya tesis 

de jurisprudencia fue publicada el viernes 2 de julio de 2021 en el Semanario Judicial de la 

Federación. 

 

La tesis en cuestión es la 2a./J. 24/2021 (10a.), con registro digital 2023346, de título y 

subtítulo siguientes: 

"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO POR TIEMPO DETERMINADO. 

CORRESPONDE AL ESTADO, EN SU CARÁCTER DE EMPLEADOR EQUIPARADO, 

JUSTIFICAR LA TEMPORALIDAD DE SU NOMBRAMIENTO (LEGISLACIONES 

BUROCRÁTICA FEDERAL Y DEL ESTADO DE COLIMA)". 

 

Antes de empezar con su análisis, se estima necesario destacar qué ordena el criterio 

anterior, y qué no ordena, para efectos de evitar confusiones entre los operadores jurídicos 

(empleados demandantes, líderes sindicales, secretarios de finanzas, consejeros jurídicos, 

y magistrados burocráticos). 

 

Entre lo que ordena, básicamente está: 

• La definición de la carga probatoria al controvertir la validez de la duración de la 

relación de trabajo, ya sea por obra determinada o por tiempo determinado. 

Es el Estado, según este criterio, quien en su carácter de patrón, debe acreditar 

documentalmente la justificación de las contrataciones para ser por tiempo determinado o 

por obra determinada y, por ende, no por tiempo indefinido. 

 

Entre lo que no ordena, se encuentra: 

• Relevar al trabajador del requisito de mantener un expediente que evidencie 

eficiencia en la prestación de sus servicios, por no obrar actas o notas negativas 

sobre su desempeño, a efecto de conseguir la basificación después de 6 meses de 

su ingreso. 

https://orcid.org/0009-0002-5471-4159
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• Otorgar un contrato de base de forma automática a los burócratas demandantes que 

hayan sido titulares de un contrato por tiempo determinado o por obra determinada, 

pues no insinúa que el derecho a la estabilidad en el empleo de los trabajadores al 

servicio del Estado, se consigue con la sola celebración de un contrato de trabajo 

primigenio de cualquier especie. 

 

Esta última situación dependerá que en la controversia correspondiente, el Estado no 

justifique las razones por las que prefirió celebrar un contrato por obra o tiempo 

determinado, en lugar de un contrato por tiempo indefinido, cuando corresponda. 

De este modo, la Segunda Sala de la Corte, consideró que la materia de la contradicción 

reposaba en definir “si para acreditar la temporalidad del nombramiento de un servidor 

público basta con que ello se advierta de los contratos celebrados por tiempo determinado, 

o además es necesario que el empleador justifique dicha temporalidad”. 

En su análisis, el máximo tribunal reconoció, que el artículo 123, apartado B, fracción IX, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos[1], consagra el principio de 

estabilidad en el empleo, cuya moderación está definido por la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, y el resto de las leyes burocráticas de las Entidades 

Federativas. 

En ese contexto, hay dos categorías principales de burócratas, los de confianza y los de 

base, atendiendo a la naturaleza de sus funciones, y los trabajadores que sean nombrados 

en plazas de base adquieren únicamente el derecho a la inamovilidad o a la basificación 

una vez que hayan prestado sus servicios durante más de seis meses, con un desempeño 

eficiente o sin nota desfavorable en su respectivo expediente. 

En cuanto a la duración de los nombramientos, la contradicción de tesis recuerda que estos 

pueden ser de diversas clases: 

“a) Definitivo: El que se da por tiempo indefinido y para cubrir una plaza respecto de 

la que no existe titular. 

b) Interino: Si se da por un plazo de hasta seis meses para cubrir una vacante 

temporal. 

c) Provisional: Los que de acuerdo con el escalafón se otorgan para ocupar plazas 

de base vacantes, por licencias mayores de seis meses. 

d) Por tiempo fijo: El que se otorga en una plaza temporal por un plazo previamente 

definido. 

https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/463#_ftn1
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e) Por obra determinada: El que se otorga en una plaza temporal para realizar una 

labor o trabajo específico que no es permanente.” 

 

Ahora bien, en cuanto a la duración de las relaciones de trabajo, y su justificación, la 

Suprema Corte tanto en este criterio, como al fallar los amparos directos en revisión 

871/2016, 4048/2017 y 476/2018, ha determinado que los artículos 35, 36, 37 y 39 de la 

Ley Federal del Trabajo[2], pueden fungir como normas supletorias en las relaciones 

burocráticas cuando se permita según su ley.[3] Lo anterior, en armonía con la tesis 2a./J. 

6/2010.[4] 

 

Consecuentemente, los dispositivos de la Ley Federal de Trabajo, son claros que la relación 

laboral siempre será por tiempo indeterminado, salvo en el caso de las relaciones por 

tiempo determinado y por obra determinada en los cuales queden acreditados los 

supuestos para la excepción y la autorización de su procedencia. 

 

En ese tenor, será válida la relación para obra determinada cuando lo exija su naturaleza, 

mientras que, por tiempo determinado, solamente puede establecerse si lo exige la 

naturaleza del trabajo que se va a prestar; si habrá sustitución temporal de trabajador; y, en 

los demás casos previstos expresamente por la legislación de la materia, con la 

particularidad de que si vencido el término que se hubiese fijado subsiste la materia del 

trabajo, la relación quedará prorrogada por todo el tiempo que perdure dicha circunstancia. 

 

Ello es así, dado que a juicio del Tribunal Constitucional “…el otorgamiento de 

nombramientos por tiempo u obra determinada es excepcional, en tanto que su celebración 

está justificada en el desarrollo de una obra específica, la naturaleza de las funciones a 

desempeñar, o bien cubrir alguna vacante temporal, todo con la finalidad de lograr el 

correcto funcionamiento del servicio público.” 

 

Así, la legislación autorizó al Estado en su carácter de patrón que celebre contratos por 

tiempo u obra determinados, cuya terminación es sin responsabilidad para el patrón, es 

decir, sin que le genere un costo adicional, por la simple conclusión del término o de la obra 

determinantes de la designación. Sin embargo, la Corte fue determinante en el caso, al 

estimar insuficiente que “[...]la dependencia demandada acredite únicamente la celebración 

del nombramiento y su fecha de terminación”. Y agregó que “[...]con la finalidad de 

https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/463#_ftn2
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privilegiar la celebración de los nombramientos por tiempo indefinido como regla general,  

el Estado está obligado a acreditar que la contratación temporal está justificada en 

alguno de los supuestos señalados, ya que de no ser así se entenderá que el 

nombramiento fue definitivo.” 

 

Ante este justificación a cargo del Estado, por disposición de la jurisprudencia en cuestión, 

la Alta Corte procuró la compatibilidad de este nuevo criterio y uno previo aludido por uno 

de los Tribunales contendientes, esto es la jurisprudencia 2a./J. 134/2006, en la cual el 

Tribunal anteriormente expuso de forma literal lo siguiente: “[...]sería ilógico que en aras de 

hacer extensivo el derecho a la inamovilidad a los trabajadores eventuales el Estado, en su 

calidad de patrón equiparado, estuviese imposibilitado para dar por terminado un 

nombramiento sin su responsabilidad, con el consiguiente problema presupuestal que esto 

puede generar; de ahí que en este aspecto no pueda hablarse de que los servidores 

públicos eventuales deban gozar de la prerrogativa a la inamovilidad que se creó para dar 

permanencia en el puesto a quienes ocupen vacantes definitivas”. 

 

En otras palabras, la Corte no ha negado al Estado la posibilidad de terminar sin 

responsabilidad las relaciones de trabajo con sus burócratas, cuando se haya agotado la 

materia del trabajo o el tiempo para el que fueron contratados, sino por el contrario, el 

Tribunal Constitucional sigue respetando esta postura legislativa, pero maximizó los 

derechos de los burócratas con una protección a la arbitrariedad al imponerle al Estado la 

carga de justificar previa contratación, que existen elementos para preferir este tipo de 

contrataciones efímeras o transitorias, con la consecuencia de que para el caso de no 

acreditarse la causa motivadora del nombramiento, se presumirá que es por tiempo 

indeterminado la relación de trabajo, y en un escenario distinto y posterior, una vez 

transcurridos los plazos que marca la ley sin que haya nota desfavorable para el trabajador 

y demás requisitos legales, podría constituirse el derecho a reclamar la reinstalación como 

trabajador permanente o la indemnización constitucional. 

 

La justificación de lo anterior, lo sintetiza la Suprema Corte en la ejecutoria de esta 

contradicción de tesis, de la manera siguiente: 

“...la posibilidad de otorgar nombramientos temporales de manera injustificada, implicaría 

una violación a los derechos laborales de los trabajadores burocráticos, al poder generar la 

simulación de relaciones de trabajo por tiempo determinado bajo la celebración de contratos 
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temporales, lo que implicaría una violación al derecho de estabilidad en el empleo contenido 

en el artículo 123, apartado B, fracción IX, constitucional". 

Por último, si bien el criterio narrado en estas líneas, se fundamentó en la Ley de los 

Trabajadores al Servicio del Gobierno, Ayuntamientos y Organismos Descentralizados del 

Estado de Colima y en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, que 

solamente regulan a un grupo limitado de Administraciones Públicas o manifestaciones del 

Estado-Patrón, que no son aplicables para el resto de las Entidades Federativas, la esencia 

de los razonamientos garantistas que fueron acuñados en esta ejecutoria, convierten a esta 

Tesis de Jurisprudencia en candidata para ser considerada como “Jurisprudencia 

Temática”.[5] 

 

Lo anterior posibilita válidamente plantear un análisis de equivalencia, para el resto de los 

enunciados normativos —leyes— de las Entidades Federativas que comparten el 

tratamiento esencialmente idéntico a las normas de este precedente, y por tanto podría 

aplicarse el mismo criterio. Así, las Administraciones Públicas, deberán analizar la solidez 

de su justificación de las contrataciones por tiempo u obra determinadas, coloquialmente 

denominados trabajadores eventuales y sobre todo su impacto financiero en la proyección 

del presupuesto de egresos, para el caso de la operatividad de este antecedente. 

 

Aclaración:Si bien el título de este breve ensayo reza “La basificación potencial de los 

trabajadores eventuales al servicio del Estado”, se ha reconocido expresamente por el autor 

que el criterio descrito de la Suprema Corte de ninguna forma ha transformado 

automáticamente los contratos burocráticos de naturaleza transitoria en contratos 

definitivos o por tiempo indefinido. La razón de este título obedece a la práctica, en muchas 

administraciones carentes del control financiero, contable y administrativo de este tipo de 

contrataciones eventuales, por lo cual se estima con dificultad contar en la totalidad de los 

contratos de una Administración Pública de este país con una justificación caso por caso 

en cuanto al carácter temporal de los nombramientos, pues los Servicios Personales en 

muchas ocasiones padecen de falta de procedimientos objetivos para su asignación, 

tratamiento y control. 

 

Muestra de la desestimación de esta área, son las opiniones de los responsables de 

recursos humanos y áreas jurídicas que siguen pensando que con mencionar en la 

regulación de los contratos la legislación Civil ordinaria, quedarán exentos de la aplicación 

https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/463#_ftn5
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de las normas burocráticas, pese a su naturaleza y la renovación múltiple de dichas 

contrataciones. Para estas últimas posturas, recuérdese la Jurisprudencia 2a./J. 67/2010. 

 

 

Notas 

 

[1] Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil; al efecto, se 

promoverán la creación de empleos y la organización social de trabajo, conforme a la ley.  

"El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá expedir leyes sobre 

el trabajo, las cuales regirán: 

"... B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno del Distrito Federal y sus trabajadores: 

"... IX. Los trabajadores sólo podrán ser suspendidos o cesados por causa justificada, en 

los términos que fije la ley. En caso de separación injustificada tendrá derecho a optar por 

la reinstalación en su trabajo o por la indemnización correspondiente, previo el 

procedimiento legal. En los casos de supresión de plazas, los trabajadores afectados 

tendrán derecho a que se les otorgue otra equivalente a la suprimida o a la indemnización 

de ley." 

[2] Artículo 35. Las relaciones de trabajo pueden ser para obra o tiempo determinado, por 

temporada o por tiempo indeterminado y en su caso podrá estar sujeto a prueba o a 

capacitación inicial. A falta de estipulaciones expresas, la relación será por tiempo 

indeterminado.  

Artículo 36. El señalamiento de una obra determinada puede únicamente estipularse 

cuando lo exija su naturaleza. 

Artículo 37. El señalamiento de un tiempo determinado puede únicamente estipularse en 

los casos siguientes: 

I. Cuando lo exija la naturaleza del trabajo que se va a prestar; 

II. Cuando tenga por objeto substituir temporalmente a otro trabajador; y 

III. En los demás casos previstos por esta ley. 

Artículo 39. Si vencido el término que se hubiese fijado subsiste la materia del trabajo, la 

relación quedará prorrogada por todo el tiempo que perdure dicha circunstancia. 

[3] Sobre la supletoriedad, puede verse el criterio 2a./J. 34/2013 (10a.) de título y subtítulo 

“SUPLETORIEDAD DE LAS LEYES. REQUISITOS PARA QUE OPERE.”, con registro 

digital 2003161. 

https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/463#_ftnref1
https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/463#_ftnref2
https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/463#_ftnref3
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[4] De rubro “TRABAJADORES POR OBRA O TIEMPO DETERMINADO AL SERVICIO DEL 

ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO Y DE SUS MUNICIPIOS. PARA DETERMINAR 

LAS CONDICIONES EN QUE DEBE DESARROLLARSE LA RELACIÓN LABORAL SON 

APLICABLES SUPLETORIAMENTE LOS ARTÍCULOS 35 A 37 Y 39 DE LA LEY FEDERAL 

DEL TRABAJO.”, con registro digital 165369. 

[5] Sobre la Jurisprudencia Temática y la aplicación analógica de la jurisprudencia, puede 

verse: http://diccionariojuridico.mx/definicion/jurisprudencia-tematica/. 

 

 

https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/463#_ftnref4
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I. Introducción 

 

México enfrenta muchos desafíos en términos de problemas ambientales. La degradación 

de los diferentes ecosistemas es cada vez más visible. Hoy en día el gran reto del gobierno 

de las empresas y de la sociedad, es ser conscientes y asegurar, abastos, disponibilidad y 

calidad del agua, reducir las emisiones de gases de efecto invernadero, mejorar la calidad 

del aire en las zonas urbanas disminuyendo los residuos.[1] 

En efecto, además, el mapa de la república es un vasto escenario de batallas entre las 

fuerzas ciudadanas y los cientos de proyectos mineros, hidráulicos, energéticos, turísticos, 

agrícolas, forestales, químicos e incluso, biotecnológicos, que buscan implantarse. Los tres 

niveles de gobierno, federal, estatal y municipal, son actores o testimonios pasivos, ante 

esos escenarios de gran impacto para las políticas públicas y para el derecho.[2] 

Al respecto cabe preguntarse es el derecho ambiental o el derecho económico circular, el 

indicado para proyectar horizontes normativos para tan complejo escenario. 

México enfrenta una crisis ambiental estructural agravada por modelos económicos lineales 

que han fomentado el consumo desmedido de recursos y la generación creciente de 

residuos. Pese a contar con un robusto marco constitucional que reconoce el derecho a un 

medio ambiente sano (art. 4) la rectoría estatal del desarrollo sustentable (art. 25), y la 

protección de los recursos naturales (art. 27), existe un incumplimiento generalizado de 

estos mandatos. El modelo económico vigente sigue priorizando la rentabilidad inmediata 

sobre la sostenibilidad y la justicia intergeneracional. 

Ante este panorama, surge la necesidad de estructurar jurídicamente un nuevo enfoque: el 

Derecho Económico Circular, que articule principios ambientales, económicos y sociales, 

bajo una lógica regenerativa y distributiva. Este documento propone, un marco detallado 

para sustentar e impulsar este derecho emergente. 

 

 

 

 

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/witker
https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/461#_ftn1
https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/461#_ftn2
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II. Fundamento constitucional del derecho económico circular 

 

Artículo 1º. Paradigma de derechos humanos 

La reforma de 2011 establece la obligación del Estado de garantizar de manera progresiva, 

universal e integral los derechos humanos. Esto incluye el deber de implementar políticas 

públicas que aseguren medios de vida sostenibles, como es el caso de un sistema 

productivo circular que prevenga la generación de residuos y promueva su valorización.  

Artículo 4º. Medio ambiente, agua y salud 

Se reconoce explícitamente el derecho al medio ambiente sano, al agua potable y a la salud, 

todos ellos afectados por la degradación ambiental. El derecho económico circular busca 

garantizar estos derechos mediante la transformación del aparato productivo hacia modelos 

de bajo impacto ambiental y regeneración de recursos. 

Artículo 25. Rectoría económica del Estado 

Establece el mandato de que el desarrollo debe ser integral y sustentable. El modelo circular 

responde precisamente a esta obligación, al desacoplar el crecimiento económico del 

agotamiento de recursos, promoviendo eficiencia y equidad. 

Artículo 27. Soberanía sobre recursos naturales 

Faculta al Estado para regular el uso del suelo, agua, aire, y subsuelo. Esto incluye la 

responsabilidad de establecer límites ecológicos y reglas para su aprovechamiento circular.  

Artículo 115. Función municipal en residuos 

Los municipios tienen obligaciones directas en la gestión de residuos, lo cual los convierte 

en actores clave para implementar sistemas circulares locales (recolección diferenciada, 

reciclaje, composta, etc.). 

 

III. Jurisprudencia como base interpretativa del derecho económico circular 

 

El capítulo 2 del texto destaca el papel transformador de la jurisprudencia ambiental. Entre 

los principios clave identificados por la SCJN están: 

• Prevención y Precaución: evitar el daño antes que remediarlo. 

• Equidad Intergeneracional: proteger el ambiente para futuras generaciones. 

• Responsabilidad: quien contamina, repara. 

• Transversalidad: el derecho al medio ambiente impacta todos los demás derechos. 

Estas directrices legitiman la adopción de marcos regulatorios que obliguen a las empresas 

e instituciones a aplicar prácticas productivas limpias, eficientes y circulares. 
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IV. Replanteamiento productivo: ¿qué, cómo y para quién producir? 

 

La economía circular, en su vertiente jurídica, debe responder a las preguntas 

fundamentales de la economía, integrando la dimensión ambiental y social:  

¿Qué producir? 

• Bienes duraderos, reparables y reciclables. 

• Productos necesarios y socialmente útiles. 

• Eliminación de productos con alto impacto ambiental y baja utilidad social. 

• Regulación estricta para materiales de difícil gestión. 

¿Cómo producir? 

• Mediante tecnologías limpias y procesos cerrados (reutilización, compostaje, 

simbiosis industrial). 

• Con eficiencia energética, ahorro de agua y minimización de residuos. 

• Integrando criterios de ecodiseño obligatorio en manufactura. 

• Evitando la obsolescencia programada. 

¿Para quién producir? 

• Para satisfacer necesidades básicas de manera equitativa y sostenible. 

• Priorizando modelos cooperativos, comunitarios y de economía solidaria. 

• Garantizando acceso justo a bienes circulares (agua reciclada, energía limpia). 

• Empoderando a recicladores, comunidades indígenas y sectores informales. 

 

V. Propuestas normativas y políticas 

 

Reconocimiento legal 

Incluir el Derecho Económico Circular en la Ley General del Equilibrio Ecológico, La Ley 

General para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, Ley de Cambio Climático, 

Ley de Transición Energética y Ley de Planeación. 

Coordinación intergubernamental 

Crear un Consejo Nacional de Economía Circular que articule esfuerzos entre la federación, 

estados y municipios. 

Reformas legislativas clave 

Integrar principios de circularidad en todos los niveles del SNIEG (Sistema Nacional de 

Información Estadística y Geográfica). 

Establecer metas de reciclaje y reutilización obligatorias por sector. 

Desarrollar un sistema de incentivos fiscales y financieros para empresas circulares.  
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Estimular contratación pública verde-circular.  

Indicadores de evaluación 

Diseñar indicadores de impacto ambiental, eficiencia de recursos, reducción de residuos, 

empleo verde y justicia territorial y ambiental. 

 

VI. Derecho económico circular y derecho ambiental 

 

• Diseño circular: Diseñar productos y servicios que sean restaurables, reutilizables y 

reciclables. 

El DEC, es estructuralmente una rama interdisciplinaria que participa de núcleos normativos 

complejos, relacionados con diversas disciplinas jurídicas. Entre estas el Derecho 

Ambiental, es la más próxima en la tarea de pugnar por la sostenibilidad. Pese a ello, las 

diferencias semánticas entre ambas disciplinas las describimos brevemente a 

continuación.  

El derecho económico circular es un enfoque que busca promover la sostenibilidad y reducir 

el impacto ambiental mediante la implementación de prácticas económicas que minimicen 

el desperdicio y maximicen el uso eficiente de los recursos. 

 

Algunos principios clave del derecho económico circular incluyen: 

• Uso compartido: Fomentar el uso compartido de recursos y productos para reducir 

la demanda de nuevos recursos. 

• Reciclaje y reutilización: Implementar sistemas de reciclaje y reutilización efectivos 

para minimizar el desperdicio. 

• Economía de servicios: Fomentar la economía de servicios en lugar de la economía 

de productos. 

 

El derecho económico circular puede ser una estrategia efectiva para promover la 

sostenibilidad y reducir el impacto ambiental. 

El derecho económico circular y el derecho ambiental son dos enfoques relacionados pero 

distintos. Aquí hay algunas diferencias clave: 

Enfoque: 

- Derecho ambiental: Se enfoca en la protección del medio ambiente y la regulación de las 

actividades humanas que impactan el entorno natural. 
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- Derecho económico circular: Se enfoca en la promoción de prácticas productivas 

sostenibles y la reducción del desperdicio y el uso eficiente de los recursos. 

Objetivos: 

- Derecho ambiental: Busca proteger la salud humana y el medio ambiente, prevenir la 

contaminación y conservar los recursos naturales. 

- Derecho económico circular: Busca promover la sostenibilidad económica, reducir el 

desperdicio y fomentar el uso eficiente de los recursos. 

Instrumentos: 

- Derecho ambiental: Utiliza instrumentos como la evaluación de impacto ambiental, 

permisos y licencias ambientales, y sanciones por incumplimiento. 

- Derecho económico circular: Utiliza instrumentos como incentivos económicos, políticas 

de compras sostenibles y diseño de productos sostenibles. 

En resumen, el derecho ambiental se enfoca en la protección del medio ambiente, mientras 

que el derecho económico circular se enfoca en la promoción de prácticas económicas 

sostenibles. Ambos enfoques son importantes para lograr la sostenibilidad y pueden 

complementarse entre sí. Finalmente, el Derecho Económico Circular es prospectiva, 

institucional y promocional en la transición de lo lineal a lo circular. 

 

VII. Conclusión 

 

La crisis ambiental actual exige una transformación radical del marco jurídico-económico. 

El Derecho Económico Circular no es solo una estrategia técnica o ambiental, sino una 

obligación constitucional derivada del mandato estatal de garantizar el desarrollo 

sustentable, el respeto a los derechos humanos, y la justicia para generaciones presentes 

y futuras. 

Esta propuesta ofrece una ruta concreta para pasar del reconocimiento abstracto del 

derecho al medio ambiente sano a su realización efectiva mediante un modelo productivo 

regenerativo, distributivo y sustentable, en el contexto de la Agenda 2030 de Desarrollo 

Sostenible de Naciones Unidas. 
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Entre 1900 y 1910, más de nueve millones de inmigrantes europeos entraron a los Estados 

Unidos de América por el puerto de Nueva York.  Estos viajeros podían ver desde muy lejos 

la Estatua de la Libertad, llamada en inglés Liberty Enlightening the World, “Libertad 

iluminando el mundo”, inaugurada en octubre de 1886. La Estatua sostiene en su mano 

derecha una antorcha, símbolo de la libertad y en su mano izquierda una tablilla que 

representa la Declaración de Independencia, estableciendo que todos los hombres son 

creados iguales, con derechos inherentes e inalienables, como son la vida, la libertad y la 

búsqueda de la felicidad. Las cinco líneas grabadas en la plataforma de la Estatua también 

estaban grabadas en el corazón de todos y cada uno de los inmigrantes que llegaron: 

 

"¡Dadme a vuestros desfallecidos, a vuestros pobres 

Vuestras masas amontonadas anhelando respirar la libertad 

El desecho olvidado en vuestras abundantes playas 

Enviadme a estos, los desamparados, sacudidos por las tempestades a mí 

¡Yo elevo mi faro alumbrando la puerta dorada!" 

 

Entre los años 1600 y 1800, en las 13 Colonias Británicas, antes de ser los Estados Unidos, 

se compraban y vendían en los mercados públicos a los africanos que habían sido 

secuestrados y traídos a América por esclavistas holandeses e ingleses; tenían estrictos 

códigos que regulaban desde el nacimiento hasta la muerte de un esclavo. Los hijos de un 

esclavo automáticamente también eran considerados esclavos. Las leyes eran 

draconianas; el esclavo era considerado como un bien mueble o como si fuera un animal; 

no tenían ni siquiera derecho a tener un nombre, no tenían ningún derecho como persona.  

 

Para el siglo XIX existían 17 estados libres que prohibían la esclavitud y 15 estados del sur 

que eran esclavistas.  La línea que limita el norte del sur se conoce como la línea Mason-

Dixon, es un límite de demarcación de frontera que se llevó a cabo cuando estos territorios 

eran todavía colonias británicas. La línea se tenía prácticamente olvidada hasta que 

Pensilvania empezó a abolir la esclavitud, en 1781; la parte oeste de esta línea y el río Ohio 
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se convirtieron en la frontera entre los estados esclavistas, del sur, y los no esclavistas, del 

norte. Hoy en día, es una línea simbólica considerada como la frontera cultural que divide 

el norte del sur de los Estados Unidos. 

 

La pregunta que se hacían los esclavos en ese entonces era si pudieran obtener su libertad 

huyendo del sur y llegando al norte. En una sentencia que dividió el pensamiento en los 

Estados Unidos y que fue uno de los detonadores de la Guerra Civil, conocida como Dred 

Scott vs. John F. Sandford. La Suprema Corte de Justicia resolvió en marzo de 1857: “La 

Declaración de Independencia no pretende incluir en esa declaración a la raza africana 

esclavizada, la cual no formaba parte del pueblo que adoptó la Declaración de 

Independencia”. Taney el presidente de la Suprema Corte escribió: “Un negro no puede 

convertirse en ciudadano, sin importar la acción que un Estado pueda tomar, puesto que la 

Constitución se refiere únicamente a miembros de la raza blanca”. Sostuvo Taney que en 

el tiempo en que se adoptó la Constitución, los negros eran considerados “tan inferiores 

que carecían de derechos que los hombres blancos estuvieran obligados a respetar”. 

Resolviendo que el esclavo Dred Scott era propiedad del señor Sandford. 

 

Esta sentencia se convirtió en causa célebre, pues los estados del sur, esclavistas, veían 

con buenos ojos que la esclavitud estaba protegida por la ley y los estados antiesclavistas 

del norte, no entendían la resolución inhumana de la Suprema Corte hacia los negros. 

Lincoln manifestó: “Yo creo que los autores de ese notable instrumento (la Declaración de 

Independencia) intentaron incluir a todos los hombres, aun cuando ellos no pretendieron 

declarar que todos los hombres son iguales en todos los aspectos. Ellos no quisieron decir 

que eran iguales en color, tamaño, inteligencia, desarrollo moral o capacidad social. Ellos 

definieron con distinción tolerable en qué aspectos consideraban que se habían creado 

iguales a los hombres, iguales en ciertos derechos inalienables, entre los que están la vida, 

la libertad y la búsqueda de la felicidad.  Esto dijeron ellos y es lo que pretendían, querían 

establecer principios regulares para la sociedad libre...” 

 

En 1860 estalló la Guerra Civil en donde cientos de miles de soldados perdieron la vida, el 

norte quería abolir la esclavitud, mientras el sur quería que la esclavitud fuera la piedra 

angular de su economía. La destrucción y el impacto que sufrió la nación tuvo repercusiones 

que hoy en día siguen latentes en el sur. Se calcula que 620,000 soldados murieron 

convirtiendo a la Guerra Civil en la más sangrienta de la historia de Estados Unidos. Con 
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estos números devastadores, leemos cómo en los Estados Unidos se mataron unos a otros 

en la lucha más sangrienta de sus anales históricos para simplemente definir legalmente 

quien era y quien no era ciudadano americano. 

 

El 1 de enero de 1863, el presidente Abraham Lincoln, a la mitad de las sangrientas batallas 

de la Guerra Civil, emitió la “Proclamación de Emancipación” en la que se declaraba libres 

a todos los esclavos. Lincoln comienza de esta manera a eliminar los obstáculos para la 

firma de la Décima Tercera Enmienda a la Constitución, denominada “Ley de Derechos 

Civiles”, que fue ratificada el 9 de abril de 1866, que establece entre otros temas 

fundamentales la “Declaración de igualdad de derechos”, que dice: 

 

"[...]Todas las personas que estén dentro de la jurisdicción de Estados Unidos tendrán los 

mismos derechos en cada uno de los Estados y territorios para firmar y obligar a que se 

cumplan contratos, para demandar, ser parte, rendir pruebas y tener la misma protección y 

beneficios que la ley otorga, así como los procedimientos para la protección de su persona 

y propiedades deberán tramitarse de la misma manera y con el mismo alcance que se aplica 

al ciudadano blanco. Así mismo, todas las personas sufrirán las mismas sanciones, penas, 

multas, impuestos, licencias y cargas de cualquier naturaleza, pero ninguna otra[...]”. 

 

Con la breve lectura de la sentencia que dictó la Suprema Corte de Justicia de los Estados 

Unidos en el asunto mencionado de Dred Scott (1857); así como la brevísima mención de 

la Guerra Civil (1860-1864); y de la lectura de lo que representa la Estatua de la Libertad; 

culminando con la mención para conocer la Tercera Enmienda Constitucional, que 

establece la igualdad de derechos para todas las personas, podremos entender porqué la 

Suprema Corte de Justicia de los Estados Unidos, por décadas viene interpretando que la 

Constitución no otorga protección para los indocumentados; a los ojos de la ley se trata al 

indocumentado como si fuera esclavo; sin tener los mismos derechos que un ciudadano; 

sin tener el derecho a no ser molestado a menos que haya una orden firmada por autoridad 

competente. 

 

La interpretación que viene dando la Suprema Corte de los Estados Unidos a los 

indocumentados ejemplifica claramente su jurisprudencia cuando se define al extranjero 

como “alien” que se traduce legalmente como “una persona que no es de un particular grupo 

o lugar”, aun cuando también se utiliza para los “seres extraterrestres” y que hoy en día, el 
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Gobierno de los Estados Unidos lo usa como sinónimo para definir a los latinos extranjeros 

que se encuentran viviendo legal o ilegalmente en Estados Unidos. No se considera 

ofensivo o insultante su uso, sino la palabra “alien” es la que se usa para indicar que la 

persona es extranjera, dándonos una idea de cómo son catalogados legalmente los 

extranjeros en los Estados Unidos. 

 

El 16 de julio de 2025, la Primera Comisión de “Asuntos Políticos e Internacionales” del 

Congreso Mexicano presidida por el senador Enrique Inzunza Cázares, aprobó 23 

dictámenes. Entre ellos, se exhortó a evaluar el requisito de no tener que apostillar 

documentos provenientes de Estados Unidos para que puedan ser reconocidos en México. 

Se exhortó también a reforzar programas y políticas enfocadas a la generación de empleo 

para las personas migrantes en su retorno a México, así como a su inclusión en la vida 

social. Parece ser una lista de buenas intenciones. Se estima que muchos problemas 

burocráticos estarán enfrentando los mexicanos a su regreso, los cuales serán casi de 

imposible solución. 

 

De inicio, el primer simple requisito que tiene la ley en México de que las Actas, de 

nacimiento, de matrimonio, y de defunción, así como los certificados de terminación de 

estudios, títulos profesionales, y cédulas profesionales, entre otros, vengan traducidos por 

perito autorizados por los Tribunales Superiores de México, además de ser certificados por 

Notario Público y apostillados los documentos para así poder empezar el trámite y que estos 

sean reconocidos para surtir efectos legales en México. 

 

El no tener documentos de identificación emitidos por autoridades mexicanas hace también 

muy difícil el libre tránsito en las carreteras para el inmigrante en retorno. Pero ¿cómo podrá 

el inmigrante en retorno obtener una identificación si no puede cumplir con los requisitos 

burocráticos para que acepten su acta de nacimiento? Igualmente, el problema burocrático 

que se estará confrontando para que se reconozcan los estudios cursados en Estados 

Unidos por los inmigrantes en retorno será casi imposible de solucionar y, peor aún, el 

requisito que piden las escuelas de presentar las planillas de las vacunas para poder 

inscribir a un niño será imposible de cumplir. 

 

Esperemos que la Comisión de Asuntos Políticos e Internacionales del Congreso Mexicano, 

empiece a estudiar el sinnúmero de problemas burocráticos que estarán confrontando los 



Vol. 16, núm. 88, julio-agosto de 2025 

inmigrantes en retorno de los cuales simplemente mencionamos solo unos cuantos, pues a 

su regreso no son de aquí, ni son de allá. 

 

Los marcianos llegaron ya. ¡Serán verdaderos extraterrestres! ¡Qué trato tan injusto! 

¿Dónde están los derechos humanos? Para los terroristas, abrazos; para las 

extraterrestres, cero. 
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¿El nuevo acuerdo comercial Estados Unidos-China viola el T-MEC? 

Raúl Iturralde González 

2025-08-18 

 

En junio de 2025, la administración del presidente Trump ha anunciado el haber alcanzado 

un nuevo acuerdo comercial con China.[1] Este se suma a una serie de acuerdos que 

ambos países han establecido en los últimos años.[2] Sin embargo, la formalización de 

estos acuerdos podría resultar en la violación del Tratado entre los Estados Unidos 

Mexicanos, los Estados Unidos de América y Canadá, mejor conocido (en México al menos) 

como T-MEC. Esta violación nace de una peculiar cláusula dentro de dicho tratado que 

obstaculiza la formalización de acuerdos comerciales con economías que no son de 

mercado, como lo es China. En este escrito, presentaré de manera sumaria los argumentos 

en los que se puede sostener esta idea indicando que no se trata de una investigación a 

fondo.[3] 

 

1. Qué dice el T-MEC 

 

El artículo 32.10 del T-MEC regula la manera en que las partes pueden establecer un 

tratado de libre comercio (TLC) con un “país de economía que no es de mercado”.[4] Para 

la identificación de dichos países, el mencionado artículo indica los siguientes requisitos: 

primero, que a la fecha de firma del T-MEC, una de las partes haya identificado de esa 

manera a dicho país para efectos de sus leyes comerciales y, segundo, que ninguna de las 

partes tenga un acuerdo de libre comercio con dicho país.[5] 

El mencionado artículo 32.10 indica que cualquiera de las partes que quisiera iniciar 

negociaciones para firmar un acuerdo de libre comercio con un país de economía que no 

es de mercado deberá dar una notificación de “[a]l menos tres meses antes de comenzar 

las negociaciones...”[6] De igual manera, el T-MEC crea la responsabilidad de otorgar a las 

otras partes la oportunidad de revisar el tratado y sus anexos al menos treinta días antes 

de la firma de este.[7] 

Ahora bien, mientras que el T-MEC no obliga a las partes a asegurar el consentimiento de 

las otras dos para la firma de un TLC con un país cuya economía no sea de mercado, dicha 

firma otorgaría a las mencionadas partes el derecho a terminar el T-MEC con respecto a 

quien suscribió dicho tratado quedando el T-MEC como un acuerdo bilateral entre las otras 

partes no violatorias.[8] 
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2. ¿Es China considerada un país de economía que no es de mercado? 

 

De acuerdo con el documento “China’s Status as a Nonmarket Economy (NME),” a la fecha 

de su publicación (10 de enero de 2019) existían once países designados como economías 

que no son de mercado por el Departamento de Estado, los cuales eran: Bielorrusia, 

Georgia, la República de Kirguistán, la República Popular de China, la República de 

Armenia, la República de Azerbaiyán, la República de Moldova, la República de Tayikistán, 

la República de Uzbekistán, la República Socialista de Vietnam, y Turkmenistán.[9] China, 

además, aparece en la página web de la International Trade Administration que nombra a 

los países designados como países de economía que no es de mercado a la fecha de 

elaboración de este escrito.[10] 

 

3. ¿Contaba Estados Unidos con un TLC con China? 

 

No hay una respuesta clara a esta pregunta puesto que China y Estados Unidos firmaron 

un tratado, conocido como “Tratado Fase 1” que contenía regulaciones en varias materias, 

como Propiedad Intelectual y Transferencia de Tecnología, pero cuya misión principal era 

reducir el déficit comercial que tenía nuestro vecino del norte con la economía asiática al 

comprometerse la misma a la compra de miles de millones de dólares en productos 

norteamericanos.[11] Debido a cuestiones con las fechas en las firmas del Tratado Fase 1 

y el T-MEC, doctrinarios se cuestionaban si el Tratado Fase 1 invalidaba el artículo 32.10 

de entrada o si el mencionado tratado ya violaba el T-MEC.[12] Se considera que el Tratado 

Fase 1 fracasó en sus objetivos.[13] 

 

4. ¿Son los acuerdos anunciados por el presidente Trump Tratados de Libre Comercio? 

 

De acuerdo con los tratados de la Organización Mundial del Comercio, todos los integrantes 

deberán otorgar a los demás miembros de la OMC de manera “inmediata e incondicional” 

cualquier ventaja otorgada a uno de ellos en cuestiones de aranceles.[14] Esto se conoce 

como el principio de la nación más favorecida. El mismo acuerdo (GATT) incluye 

excepciones a la aplicación del mencionado principio. 

La excepción que nos interesa en este momento es la establecida en el artículo XXIV del 

GATT, en el que se establecen los requisitos para la constitución de uniones aduanales y 
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“zonas de libre comercio.”[15] Las zonas de libre comercio vendrían siendo aquellas que se 

constituyen mediante Tratados de Libre Comercio. El artículo las define de la siguiente 

manera: 

“[S]e entenderá por zona de libre comercio, un grupo de dos o más territorios 

aduaneros entre los cuales se eliminen los derechos de aduana y las demás 

reglamentaciones comerciales restrictivas… con respecto a lo esencial de los 

intercambios comerciales de los productos originarios de los territorios constitutivos 

de dicha zona de libre comercio.” 

La frase importante aquí es “lo esencial de los intercambios comerciales” o en la versión en 

inglés “substantially all the trade”.[16] Mientras que no se ha logrado dar una definición 

exacta de “lo esencial de los intercambios comerciales,” se entiende que tiene un aspecto 

cuantitativo (porcentaje del comercio) y un aspecto cualitativo (número de sectores e 

importancia de estos).[17] 

 

5. ¿Hay violación? 

 

Sería interesante ver la manera en que un tribunal arbitral decidiría sobre la posible violación 

del T-MEC. La pregunta principal que tendría que resolverse es si todos los acuerdos 

comerciales que ha establecido Estados Unidos con China alcanzan a cubrir “lo esencial 

de los intercambios comerciales” entre ambos países.[18] Es decir, si la suma del Tratado 

Fase 1 y los nuevos acuerdos comerciales se pueden considerar como la creación de una 

zona de libre comercio. Como ya indiqué, “lo esencial de los intercambios comerciales” tiene 

alcances tanto cuantitativos como cualitativos. 

Debido a que el artículo 32.10 del T-MEC parece haber sido implementado como una forma 

de evitar que México negociara un TLC con China[19] y a que el remedio estipulado es 

francamente hostil a la economía mexicana (la expulsión del país infractor del T-MEC), 

resulta difícil el ver que México inicie un proceso o reclamo en contra de los Estados Unidos, 

al menos respecto a este artículo en particular. Sin embargo, en un ejercicio meramente 

teórico, resulta interesante el cuestionar si existe una infracción por parte de los Estados 

Unidos en este caso y cuáles podrían ser las decisiones dadas por un hipotético panel 

arbitral. También, esto puede ser un argumento en la próxima revisión del T-MEC para evitar 

restricciones a la política de comercio exterior mexicana como lo es el artículo 32.10. 
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La protección de los derechos humanos frente a la inteligencia artificial 

Zoraida García Carreño 

2025-08-07 

 

Las tecnologías de inteligencia artificial (IA) apuntan hoy en día como un mecanismo que 

ayuda a un cambio social, económico y organizacional. Actualmente, se ha demostrado que 

estas tecnologías tienen el potencial de transformar las empresas, los sectores productivos, 

los mercados de trabajo y la sociedad en general. No obstante, se encuentran algunos 

obstáculos para su aplicación, pero se han logrado optimizar los procesos y complementar 

el conocimiento humano al proporcionar información y soluciones, así como ayudar a las 

empresas a desarrollar o preservar su ventaja competitiva. 

 

La IA está cambiando nuestra sociedad de maneras profundas al modificar cómo vivimos, 

trabajamos y nos relacionamos. A medida que esta tecnología avanza, su influencia en los 

derechos humanos se vuelve más significativa y trae consigo tanto oportunidades como 

desafíos. Por un lado, los sistemas de IA pueden ayudar a fortalecer la protección y 

promoción de los derechos humanos, la democracia y el estado de derecho. Por el otro, 

también presentan riesgos serios, como la discriminación, la desigualdad de género, las 

amenazas a los procesos democráticos, la violación de la dignidad y autonomía humanas 

y su uso indebido por los gobiernos con fines represivos, lo que va en contra del Estado de 

derecho y del reconocimiento de los derechos humanos. Consciente de estas dos caras de 

la moneda, deben abordarse, de manera sistemática, las implicaciones éticas y legales de 

la IA y las tecnologías digitales; su objetivo debe ser garantizar su desarrollo y utilización, 

para que cumpla plenamente con las normas internacionales en materia de derechos 

humanos y de la convivencia humana natural. 

 

La IA se ha convertido en un concepto que está cada vez más presente en nuestra vida 

diaria. Se integra tan rápidamente como avanzan sus desarrollos tecnológicos, los cuales 

siguen sorprendiendo a la humanidad. Esta tecnología ha influido en casi todos los aspectos 

de nuestra vida, tanto en el ámbito público como en el privado, y lo ha hecho de maneras 

tanto positivas como negativas. Sectores como los negocios, las relaciones interpersonales, 

la medicina, la educación, e incluso, las tareas del hogar han sido transformados por 

sistemas y dispositivos que la utilizan (Penrose, 2019). 
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A partir de lo que hemos discutido, es crucial asegurar la protección del derecho dentro de 

cualquier proceso o mecanismo donde se utilizan sistemas de IA, pues esto da pie a que 

se siga manteniendo y reconociendo la competencia —y la capacidad— de la persona que 

toma decisiones, misma que debe recaer en un ser humano. Recordemos que este principio 

se conoce en el derecho como la “reserva de humanidad” (Ponce, 2019); es decir, la 

participación del ser humano es primordial en toda relación, dirección y organización dentro 

de la sociedad. 

 

La IA, aunque es fascinante, no está libre de fallos, y esos errores pueden tener un impacto 

negativo en las personas, especialmente cuando se trata de derechos humanos que ya 

están reconocidos y protegidos por las leyes. Estas violaciones a menudo surgen por la 

falta de supervisión y control humano durante el diseño y desarrollo de los sistemas, lo que 

le otorga a esta tecnología un nivel de autonomía bastante alto. En otras palabras, los 

desarrolladores pueden usar esta autonomía como una excusa para reducir la intervención 

humana, y de este modo eludir responsabilidades por cualquier daño que pueda afectar 

derechos fundamentales. Frente a esta situación, el control humano se presenta como una 

solución al desafío legal que representa la amenaza a bienes y derechos protegidos. 

 

Hoy en día, el reconocimiento del control humano como un principio y derecho vinculado a 

la inteligencia artificial es un tema clave en el debate internacional, tanto en naciones con 

un alto desarrollo tecnológico como entre las empresas líderes del sector (OCDE, 2020). 

Es decir, como un derecho en el ámbito de la IA, es un terreno que aún está por explorar, 

pero tiene implicaciones jurídicas e institucionales muy importantes tanto para el Estado 

como para los actores privados. En este contexto, promover el debate académico y jurídico 

sobre su reconocimiento es un paso fundamental para que los Estados amplíen la 

protección de los derechos humanos en entornos donde esta tecnología juega un papel 

clave. En este esfuerzo, el principio de control humano se presenta como una nueva 

herramienta legal destinada a asegurar esa protección. Tan es así que, grandes compañías 

como IBM, Microsoft, Telia Company e IA Latam, así como países como Canadá, Japón, 

Estados Unidos y regiones como la Unión Europea han apoyado esta perspectiva a través 

de declaraciones públicas y compromisos institucionales, y han enfatizado la importancia 

de integrar el principio de control humano en la formulación, implementación y supervisión 

de tecnologías basadas en IA. 
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La comunidad indígena de Cherán en el estado de Michoacán ha desarrollado una 

estructura de seguridad autónoma después de haber expulsado en 2011 al crimen 

organizado y a la policía corrupta de su ciudad. Desde entonces, se organiza de manera 

autónoma con base en sus usos y costumbres y ha establecido su propia unidad policial, la 

Ronda Comunitaria. La legitimidad de una fuerza policial es crucial para su aceptación y 

eficacia. La presente investigación se enfoca, por lo tanto, en la pregunta, ¿qué factores 

influyen en la legitimidad percibida de la Ronda Comunitaria por la población de Cherán? 

Con la ayuda de cinco entrevistas realizadas en el lugar, se busca determinar si la 

legitimidad percibida de la policía indígena puede explicarse a través de la teoría de Bottoms 

y Tankebe (2012, pp. 119-170). Este análisis no sólo proporciona una visión sobre un 

sistema de seguridad único, sino que también arroja luz sobre estructuras de seguridad 

alternativas al margen de los monopolios de violencia estatal.  

 

Antes del levantamiento, Cherán estaba marcada por la incertidumbre, la violencia y la 

explotación por parte de los cárteles de drogas, que se enriquecían en cooperación con las 

autoridades corruptas a través de la tala ilegal de madera (Abarca, 2014). La policía y las 

instituciones políticas no eran capaces de proteger a la población. Las redes criminales no 

sólo controlaban los recursos económicos y talaban más del 70 % de los bosques (España-

Boquera y Champo-Jiménez, 2017, p. 146), sino que también creaban un clima de miedo 

mediante violencia, extorsión e intimidación (Conde, 2015, p. 7; Aragón Andrade, 2017, pp. 

475-499).  

 

El 15 de abril de 2011, los habitantes organizaron una revuelta que se considera un punto 

de inflexión histórico para la comunidad. A través de una especie de levantamiento, la 

población de Cherán se enfrentó a los taladores ilegales, al crimen organizado y, al mismo 

tiempo, a las autoridades locales corruptas, expulsándolos de la ciudad (Arques, 2019; 

Ayvar y Gaussens, 2023, pp. 109-136). Este movimiento marcó el inicio de una nueva 

estructura administrativa basada en la democracia directa, fundada en los usos y 

costumbres indígenas (Ayvar y Gaussens, 2023, pp. 109-136). En este contexto, surgió la 
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Ronda Comunitaria como una instancia local de seguridad, caracterizada por la estrecha 

participación de la comunidad y el regreso a los mecanismos tradicionales de autogobierno 

indígena. 

 

La investigación se basa en la teoría de la legitimidad policial de Bottoms y Tankebe, que 

describe la legitimidad como un proceso dialógico entre la policía y los ciudadanos (2012, 

p. 129). En este marco, se consideran las siguientes seis dimensiones clave: aprobación, 

legalidad, valores fundamentales compartidos, justicia procesal, efectividad y justicia 

distributiva. 

 

Para el estudio empírico, se realizaron cinco entrevistas cualitativas con habitantes de 

Cherán. Estas entrevistas se llevaron a cabo en el lugar y fueron evaluadas mediante el 

análisis cualitativo de contenido según Mayring (2010, pp. 601-613). Los participantes 

fueron seleccionados de manera que se incluyeran diferentes grupos de edad y géneros. 

Además de preguntas directas sobre la percepción de la Ronda Comunitaria, también se 

hicieron preguntas abiertas para identificar nuevas perspectivas y posibles factores 

adicionales. 

 

El análisis muestra que la Ronda Comunitaria en Cherán es percibida como altamente 

legítima. Todas las dimensiones teóricas de la legitimidad policial se reflejan en las 

declaraciones de los entrevistados: 

• Aprobación: La Ronda Comunitaria es vista como necesaria, ya que garantiza la 

protección de la comunidad. Los habitantes la perciben como una consecuencia 

directa de su levantamiento, considerándola un logro propio. 

• Legalidad: Su existencia está legalmente reconocida y se basa en procesos 

democráticos dentro de la comunidad. Esto subraya la importancia de la 

autodeterminación indígena. 

• Valores fundamentales compartidos: La unidad está integrada en valores culturales 

y sociales que coinciden con las ideas de los ciudadanos. La Ronda se fundamenta 

en antiguas tradiciones purépechas, especialmente en la responsabilidad colectiva 

por la seguridad. 

• Justicia procesal: El nombramiento de los miembros se realiza a través de procesos 

democráticos, y existen mecanismos de rendición de cuentas. Los habitantes 
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pueden reportar comportamientos inapropiados y esperan decisiones 

transparentes. 

• Eficacia: La criminalidad en Cherán ha disminuido drásticamente, y los habitantes 

se sienten más seguros. Desde la expulsión de los cárteles, la vida cotidiana y las 

actividades económicas se han estabilizado. 

• Justicia distributiva: La policía está compuesta por miembros de la comunidad, lo 

que significa que no hay poder externo que decida sobre la comunidad. Los 

ciudadanos se sienten directamente involucrados en las estructuras de seguridad. 

 

Una característica notable en Cherán es la estrecha conexión entre la policía y los 

ciudadanos, lo que conduce a una alta aceptación de las fuerzas de seguridad. La 

participación de la comunidad en las estructuras de seguridad podría considerarse como 

una dimensión independiente dentro de la teoría de la legitimidad policial. Es especialmente 

relevante señalar que la Ronda Comunitaria no solo se ve como una unidad policial regular, 

sino como una expresión de autogobierno y resistencia. 

 

En resumen, la investigación demuestra que la teoría de Bottoms y Tankebe también puede 

aplicarse al contexto de las estructuras policiales autónomas e indígenas. Todas las 

dimensiones estudiadas se reflejan en las declaraciones de los entrevistados. 

Especialmente la participación de la comunidad en la estructura de seguridad fomenta la 

legitimidad de la Ronda Comunitaria. El diseño participativo de la seguridad a nivel local, la 

alta aceptación de la Ronda Comunitaria y su resiliencia frente al crimen organizado y la 

corrupción son de gran relevancia en el contexto mexicano y ofrecen posibles alternativas 

al sistema policial dominante, que padece de una falta de legitimidad. Asimismo, para otros 

países donde la relación entre la población indígena y la policía estatal está marcada por la 

desconfianza, la opresión y la discriminación, el caso de Cherán ofrece posibles vías de 

solución. El caso de Cherán demuestra que una estrecha conexión entre la policía y la 

comunidad local puede ser un factor decisivo para la aceptación y efectividad de las 

estructuras de seguridad. 
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Introducción 

 

La genética forense en México y en el estado de Oaxaca siguen teniendo un reto muy 

grande, ya que tanto los que la ejercen como los que recaban los indicios deben capacitarse 

y conocer de estas tecnologías para poder aportar las pruebas necesarias a través del 

ministerio público para que los jueces pueden emitir sentencias lo más justas y acertadas. 

Si bien es cierto que la Suprema Corte de la Nación creó y publicó un manual con los 

elementos de la biología molecular, les hace falta conocer y manejar a los jueces, 

magistrados y ministros de la suprema corte el conocimiento básico de la genética forense 

y los peritos, conocer nuevas tecnologías, y no sólo quedarse con las metodologías básicas 

para la identificación humana y establecimiento de pruebas de paternidad. 

 

El deslinde y la imputabilidad de responsabilidades civil y penal como lo establece el Código 

Nacional de Procedimientos Penales, en sus artículos 414 a 419, requiere su actualización 

y la aplicación de nuevas tecnologías: 

 

"Artículo 414. Procedimiento para la aplicación de ajustes razonables en la audiencia 

inicial [...] Si en el curso de la audiencia inicial, aparecen indicios de que el imputado 

está en alguno de los supuestos de inimputabilidad previstos en la Parte General 

del Código Penal aplicable, cualquiera de las partes podrá solicitar al Juez de control 

que ordene la práctica de peritajes que determinen si efectivamente es inimputable 

y en caso de serlo, si la inimputabilidad es permanente o transitoria y, en su caso, si 

ésta fue provocada por el imputado. La audiencia continuará con las mismas reglas 

generales, pero se proveerán los ajustes razonables que determine el Juez de 
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control para garantizar el acceso a la justicia de la persona. En los casos en que la 

persona se encuentre retenida, el Ministerio Público deberá aplicar ajustes 

razonables para evitar un mayor grado de vulnerabilidad y el respeto a su integridad 

personal. Para tales efectos, estará en posibilidad de solicitar la práctica de aquellos 

peritajes que permitan determinar el tipo de inimputabilidad que tuviere, así como si 

ésta es permanente o transitoria y, si es posible definir si fue provocada por el propio 

retenido". 

 

El presente trabajo presenta los conceptos básicos que debe saber un ministro, juez, 

ministerio público o perito sobre el sistema CRISPR. 

 

Técnicas de CRISPR (Clustered Regularly Interspaced Short Palindromic Repeats) 

utilizadas en genética forense 

 

CRISPR es una herramienta de edición genética que permite modificar secuencias de ADN 

de manera precisa y eficiente. En términos prácticos, se introducen fragmentos de ADN 

extraño como nuevos espacios en matrices CRISPR de plásmidos o patógenos intrusos. 

Basado en motivo adyacente al protoespaciador (PAM), secuencias diana extrañas 

(protoespaciadores) se seleccionan a partir de ADN extraño y estos espaciadores 

proporcionan memoria específica contra el virus. Posteriormente, CRISPR se transcribe a 

pre-crRNA y luego desarrollado ARNcr. CrRNA reconoce todos los factores genéticos 

porque cada crRNA es complementario al ADN extraño. En esto, el ARNcr guía a las 

nucleasas Cas para apuntar y descomponer las secuencias protoespaciadoras y bloquea 

la diseminación de ADN extraño. 

 

Las nucleasas cas-9 tienen dos dominios, RuvC y HNH, siendo RuvC piercing bases no 

complementarias y piercing HNH complementario. Las Hebras de ADN. El crRNA 

transactivador y el crRNA se combinan para formar sgRNA donde el tracrRNA se híbrida 

con crRNA y se une con cas-9 formando un CRISPR Cas-9/sgRNA. TracrRNA y crRNA 

tienen dos segmentos donde en el extremo 3’ se une a cas-9 y en el extremo 5’ se une al 

objetivo secuencia de ADN. La escisión por la nucleasa objetivo da como resultado la 

formación de rotura de doble cadena (DSB). Esto se puede remediar en eucariotas por dos 

vías, es decir, unión de extremos no homólogos (NHEJ) y par dirigido por homología (HDR). 

Para los modelos animales knock-out, NHEJ produce inserciones/eliminaciones (indel) y 
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provoca una mutación por desplazamiento de marco la introducción de un codón de parada 

prematuro. La vía HDR (knock-in) es menos efectivo que NHEJ. 

 

Clasificación de los sistemas 

 

4.1. Sistemas CRISPR-Cas clase 1. Los sistemas CRISPR-Cas de clase 1 comprenden 

complejos efectores de múltiples subunidades. 

 

4.2. Sistemas CRISPR-Cas clase 2. Los sistemas CRISPR-Cas de clase 2 comprenden 

complejos efectores de una sola subunidad con una única proteína Cas. 

 

1. Implicaciones en medicina legal 

 

El enfoque STR-Seq capitaliza CRISPR-Cas9 para fragmentar el ADN objetivo y aumentar 

el número de loci secuenciados con un STR intacto, sin amplificación. Se diseñaron ARNg 

emparejados con sondas cebadoras para apuntar a sitios de ADN específicos que 

flanquean loci STR y SNP proximales. El sistema CRISPR-Cas9 permite el corte preciso de 

los loci STR, produciendo roturas de doble hebra con extremos romos en cada lado. Sólo 

los fragmentos con las sondas de cebador son capturados aguas abajo por los cebadores 

incorporados en la plataforma NGS utilizada (Illumina), por lo que no hay interferencias 

fuera del objetivo. Luego, la plataforma NGS genera las lecturas para su análisis. 

 

La incorporación de CRISPR en STR-Seq puede ofrecer varias ventajas: (1) la falta de un 

paso de amplificación del ADN reduce la complejidad de la preparación de la muestra y al 

mismo tiempo elimina los artefactos inducidos por la PCR, por lo que los resultados son 

más rápidos y precisos que la PCR múltiple o la NGS tradicional; (2) el análisis de ADN se 

basa en secuencias y se realiza mediante un sistema bioinformático que cuantifica STR y 

SNP, eliminando la necesidad de electroforesis, aumentando así la escalabilidad y 

reduciendo la complejidad del análisis en comparación con los métodos tradicionales, como 

la electroforesis capilar; (3) en condiciones óptimas, con ADN no degradado, la 

fragmentación selectiva mediada por CRISPR-Cas9 de este método puede mejorar la 

cobertura completa de lectura de STR en comparación con la fragmentación aleatoria, 

reduciendo así secuencias truncadas y artefactos en comparación con otros métodos NGS.  
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Sin embargo, esto no es posible si las regiones flanqueantes de la secuencia diana, 

necesarias para el direccionamiento de Cas9, se degradan, ya que no se producirá 

actividad de Cas9; (4) aunque este método requirió una entrada de 1 μg de ADN, 

probablemente debido a la falta de amplificación del ADN, CRISPR-STR-Seq apunta a 2000 

STR en paralelo, mientras que otros métodos NGS, como la secuenciación Molecular 

Inversion Probe Short Tandem Repetition (MIPSTR), que utiliza 750 ng de ADN, solo apunta 

a 100 STR. Esto representa una mejora en las capacidades de alto rendimiento. Además, 

la incorporación del sistema CRISPR-Cas9 en el ensayo STR-Seq duplicó las lecturas 

informativas en comparación con el ensayo STR-Seq sin CRISPR-Cas9 y aumentó las 

tasas de éxito para una genotipificación STR precisa; (5) esta metodología también muestra 

una mayor sensibilidad para fracciones alélicas menores en mezclas complejas de ADN en 

comparación con los métodos tradicionales de NGS.  

 

Marco regulatorio internacional con CRISPR-Cas9 

 

 

 

En conclusión, la incorporación de tecnologías emergentes como CRISPR en la genética 

forense representa una revolución en la obtención, validación y uso de evidencia científica. 

No obstante, es fundamental que estas herramientas se integren dentro de un marco 

regulatorio sólido, ético y técnicamente competente. México tiene la oportunidad de 

posicionarse como referente regional si apuesta por la actualización técnica de sus 

operadores jurídicos y científicos, promoviendo una justicia basada en el conocimiento y la 

precisión científica. 

 

Es una oportunidad transformadora para la justicia penal. CRISPR tiene el potencial de 

revolucionar el sistema de justicia penal en México, principalmente en áreas como la 
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genética forense, donde puede aumentar significativamente la precisión de la identificación 

de personas, la reconstrucción de escenas del crimen y la validación de pruebas biológicas. 

Esto implicaría pruebas más confiables en casos de paternidad, identificación de restos 

humanos o agresiones sexuales, menor margen de error en la imputación o absolución de 

personas, y fortalecimiento del debido proceso y la presunción de inocencia, con mayor 

base científica. 

 

También implica un desafío regulatorio urgente. El sistema jurídico mexicano no está 

preparado aún para la complejidad técnica, bioética y legal que implica la edición genética. 

El Código Penal, la Ley General de Salud y la legislación de bioseguridad no contemplan 

con claridad el uso de tecnologías de edición genética como herramientas periciales, las 

implicaciones de una posible manipulación de evidencia genética, y la responsabilidad 

penal ante el uso indebido o negligente de CRISPR —por ejemplo, alterar evidencia para 

encubrir o incriminar—. 

 

Esto genera un vacío legal que podría afectar tanto los derechos de las víctimas como los 

de los imputados si no se regula de manera anticipada. Tiene implicaciones bioéticas y de 

derechos humanos. CRISPR, si se usa sin supervisión adecuada, puede derivar en 

violaciones graves de derechos, como la privacidad genética; se podrían obtener o editar 

perfiles genéticos sin consentimiento. Discriminación genética; información genética mal 

interpretada podría usarse en perjuicio de una persona, por ejemplo, en sentencias o 

medidas cautelares. En relación con el consentimiento informado; la población en general 

—y aún muchos operadores jurídicos— desconocen los alcances de esta tecnología. 

 

México, como firmante de tratados internacionales sobre derechos humanos y bioética —

como la Declaración Universal sobre el Genoma Humano y los Derechos Humanos de la 

UNESCO— está obligado a proteger a las personas frente a estas amenazas. Hay una 

necesidad de crear una normativa nacional específica. Sería necesario desarrollar una “Ley 

de Bioética Forense y Edición Genética” que establezca las reglas para el uso de CRISPR 

con fines judiciales o de investigación penal, los protocolos claros de validación y cadena 

de custodia genética. La capacitación obligatoria para peritos, fiscales y jueces en temas 

de genética avanzada, y un comité nacional de supervisión ética y científica para cada caso 

en que se pretenda usar esta tecnología en procesos judiciales. 
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México puede ser líder si actúa a tiempo, aunque otros países ya tienen regulaciones 

parciales (EE. UU., Alemania, China). El país tiene una oportunidad histórica, regular desde 

una perspectiva que combine ciencia, derechos humanos y justicia. Esto puede fortalecer 

la confianza en el sistema penal, reducir errores judiciales y posicionar al país como 

referente biojurídico en América Latina. CRISPR puede ser un aliado poderoso de la justicia 

penal mexicana, siempre que su incorporación sea acompañada de regulación clara, 

supervisión bioética y formación científica adecuada. De lo contrario, su uso podría generar 

más incertidumbre que certezas, y eventualmente, vulnerar los principios fundamentales 

del sistema penal acusatorio. 
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El ordenamiento territorial hace converger los más diversos intereses de una población 

heterogénea, que se encuentra atravesada por profundas brechas de desigualdad que no 

hacen más que acentuar la inaccesibilidad del suelo para la mayor parte de la población. 

Este tema resulta apasionante para propios y extraños, incluso cuando las quemas 

controladas o los incendios forestales ocurren y de fondo se oye el eco de ciudadanas y 

ciudadanos que con preocupación adjudican estos hechos a cambios de uso de suelo para 

desarrollos inmobiliarios. 

 

Sobre esta cuestión también convergen, de manera concurrente la federación, las 

entidades federativas y los municipios, y su observancia además atiende cuando menos a 

las disposiciones de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 

y Desarrollo Urbano, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, 

así como el reglamento de esta última en la materia, de donde derivan los programas de 

ordenamiento nacional, regional, local y marítimo; el bagaje normativo se amplía con las 

leyes estatales que hacen lo propio en cuanto a desarrollo urbano y ambiente, agregando 

la reglamentación municipal que acrecienta más y más el compendio de normas que un 

profesional en derecho debe explorar para cuando menos entender las bases normativas 

que regulan el ordenamiento territorial. 

 

Entre las voces de expertos que acompañan a los operadores del derecho, muchos de ellos 

reconocidos profesionistas del urbanismo, la ingeniería y la arquitectura, hay quienes 

sostienen, con un ímpetu envidiable, que el ordenamiento ecológico debería supeditarse al 

desarrollo urbano, con énfasis en los casos de derechos adquiridos inscritos en el Registro 

Público de la Propiedad. Notables profesionales del derecho respaldan esta postura a la luz 

del artículo 115 constitucional, lo que resulta lógico para una considerable mayoría, al ser 

de competencia exclusivamente municipal la regulación de los usos de suelo. Este parece 

ser un criterio que se apodera de los espacios de decisión e impulsa planes de desarrollo 

urbano que intentan forzar una modificación en el ordenamiento ecológico del territorio. 
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La interpretación sugerida por estos grupos, pese a causar agrado al sector privado y 

especialmente a la inmobiliaria, es cuando menos limitada, si no desactualizada. El 

ordenamiento ecológico del territorio es una garantía del derecho humano a un ambiente 

sano, fundamentado en los artículos 4o., 25 y 74 Fracción XXIX-G de la Constitución; en 

tanto que es parte del parámetro de regularidad constitucional, su observancia es primordial 

para proteger los derechos humanos de todas y todos. En Querétaro, el artículo 100 del 

Código Ambiental lo señala clara e ineludiblemente, al supeditar los planes de desarrollo 

urbano al ordenamiento ecológico. 

 

Luego, el argumento que sostiene una invasión de competencias por parte de los 

programas de ordenamiento ecológico nacional y regionales sobre la facultad municipal de 

regular el uso de suelo, resulta inoperante toda vez que la concurrencia implica 

coordinación. Si bien el municipio es el único competente para determinar si el suelo tendrá 

un destino habitacional, agrícola o comercial, esta determinación tiene que ser compatible 

con un amplio sistema de planificación territorial que permita la coexistencia de intereses 

ambientales, sociales y económicos, o lo que, en términos de la Declaración de Río de 

Janeiro, denominan desarrollo sustentable. 

 

Entiéndase con firmeza que el ordenamiento ecológico y el desarrollo urbano, en los 

términos planteados por la Constitución, las leyes en materia, reglamentos e instrumentos 

de política territorial son dos temas que además de compatibles son complementarios. De 

hecho, la sola conservación de las características físicas, climáticas y biológicas de los 

ecosistemas son la condición sin la cual no puede prospectarse la urbanización. Cada vez 

con mayor constancia se hace evidente que las ciudades en crecimiento enfrentan el alto 

costo de una deficiente planeación, que deriva en contingencias que obligan a movilizar a 

todo el Estado para salvaguardar la integridad personal y patrimonial de los gobernados.  

 

Es en este sentido que se ha dado la relevante resolución sobre los cambios de uso de 

suelo entorno al Parque Intraurbano La Queretana, cuya sentencia no sólo encabeza la 

causa de la justicia climática, sino evidencia la lógica normativa que guarda la distribución 

de las facultades y competencias entre los tres órdenes de gobierno. Planteado esto, y ante 

la considerable presión que están enfrentado las autoridades de Querétaro y sus 

municipios, misma que se está traduciendo en una preocupación en el sector inmobiliario, 
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vale la pena observar detenidamente la operación del derecho en cuanto a la planeación 

territorial. 

 

Guardo este escrito también como testimonio de un verano lluvioso que continúa 

evidenciando la razón de respetar y garantizar el derecho a un ambiente sano, a través de 

todas sus garantías y, en particular, del ordenamiento ecológico. 
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Derecho a la libertad de expresión y derecho a la honra, la dignidad y a la privacidad 

Emmanuel Alejandro Flores Arrieta 

2025-08-07 

 

Introducción 

 

Se dice que el derecho a la libertad de expresión, derivado del derecho a la libertad, es, 

como todos los derechos humanos, un derecho inherente a la existencia del ser humano, 

por lo cual es imprescriptible e inalienable. Al estar reconocidos en el artículo 1o. párrafo 

primero de nuestra Constitución,[1] la libertad de expresión debe estar garantizada en 

nuestro país de forma plena,[2] mas no de manera absoluta.[3] 

 

Los derechos humanos no son absolutos, porque si lo fueran se podría incurrir en el 

ejercicio de su disfrute, en la arbitrariedad o en la vulneración de los derechos de los otros. 

Por ejemplo, tengo derecho a la propiedad privada, pero no tengo derecho a modificar mi 

propiedad privada de tal manera que cause daño a la propiedad del otro —de mi vecino, en 

este caso—; tengo el derecho a la libertad de tránsito, pero no tengo el derecho a pasar por 

mi auto por donde yo quiera, ni a la velocidad que me plazca, así que podré circular por 

todo el país, pero conforme a la limitante que establecen las leyes y reglamentos de tránsito 

respectivos, porque no sería razonable que yo, en uso de mi derecho a la libertad de 

tránsito, pretendiera circular en sentido contrario en una vía de alta velocidad o intentara 

cruzar por el jardín del vecino es decir: tengo el inalienable derecho de tránsito o de libertad 

ambulatoria, pero respetando las limitantes. Esto, que pudiera quedar más o menos claro 

en cuanto a derechos como el de la propiedad o el de la libertad de tránsito, no siempre es 

tan fácil de asimilarlo en derechos como la libertad. ¿Por qué? 

 

Como ya se ha dicho, la libertad no le alcanza a ningún individuo para privar de la vida al 

vecino que no le saluda por la mañana; su derecho a la libertad no le da para despojar al 

tipo que viaja en el metro con el teléfono móvil de última generación que él no tiene la 

posibilidad de adquirir de forma honesta. En ninguno de los ejemplos anteriores la libertad 

no es justificante para actuar de las formas que se mencionan, porque, como ya se explicó, 

su uso no es desmedido o infinito, de tal forma que afecte o dañe a otro, sea en su persona 

o en su patrimonio; si alguien lo hiciere, estaría actuando de forma contraria al derecho; 

quien despliega ese tipo de conductas no está haciendo uso de su derecho a la libertad, 
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sino comportándose como una persona que ejecuta conductas antijurídicas y, por ello, será 

procesada y sancionada. De allí el axioma de que “mi derecho termina donde comienza el 

derecho del otro”. 

 

La libertad de expresión como derecho fundamental, la dignidad, el honor y el respeto 

a la privacidad 

 

La teoría de los derechos fundamentales —derechos humanos— establece que éstos 

tienen un doble carácter —así lo reconocen la Carta Fundamental de Alemania[4][5] y la 

Constitución Española—, que hay una serie de derechos que sí son de disfrute absoluto, 

como el derecho a la vida, mientras que existen otros que pueden ser limitados. Existen, de 

acuerdo con esta teoría, tres tipos de límites: a) necesarios; b) directos, y c) indirectos. No 

es el objeto del presente trabajo profundizar con respecto a esta teoría, pues hacerlo 

rebasaría con creces las escasas cuartillas, pero sí se puede señalar que por “necesario” 

se entiende aquel límite que es propio de la naturaleza del propio derecho del que se trata. 

Los límites “directos” son aquellos que establece la Constitución para cierto derecho —o 

derechos—. Por último, los límites “indirectos” son los que se establecen cuando es 

necesario articular a los derechos humanos entre sí, además de con otros derechos 

constitucionalmente establecidos, a fin de hacerlos armónicos y jurídicamente posibles en 

su materialización. 

 

Pero volviendo al tema central materia de estas líneas: ¿la libertad de expresión es 

absoluta? La respuesta contundente es no, no lo es, por las razones que a continuación se 

expresan. 

 

Dice el viejo adagio que “toda opinión es respetable”, pero esta es una falacia, porque lo 

respetable no es lo que se opina, sino el derecho que cada persona tiene a opinar, el acto, 

la subjetividad de que cuando quiera, puedo opinar o reservarme la opinión. Las palabras, 

por su parte, tienen consecuencias, por ello es necesario un autocontrol y, de no haberlo, 

limitantes a partir de la norma. En pocas palabras: yo tengo derecho a decir, pero a lo que 

no tengo derecho es a decir algo que ofenda o pretenda menoscabar la dignidad de alguien 

o expresar un discurso de odio. Las personas pueden —cuando lo deseen— expresarse, 

pero como cualquiera que, si así lo desea, puede salir a celebrar algo y volver a casa 

conduciendo su auto, puede hacerlo, pero de forma responsable, sin perjudicar a nadie. 
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Hace unas décadas, cuando las redes sociales no existían y las personas nos 

informábamos por los ahora llamados “medios tradicionales”, quienes se expresaban eran 

más los profesionales de la información, como periodistas, reporteros, escritores, 

académicos, entre otros, los cuales, entendían que había ciertas cuestiones éticas que 

debían atender. Por ejemplo, los periódicos tenían las llamadas “guías de estilo” y los 

“criterios editoriales”, los cuales establecían los mínimos del buen hablar, del buen escribir; 

del saber cómo dirigirse a una autoridad, a un artista, a un ciudadano.[6] 

 

Gracias a la informática y la Internet se dio paso a las llamadas “tecnologías de la 

información” y, a partir de éstas, la irrupción de las redes sociales. En estos espacios se 

adoptó la filosofía que impera en la Internet, “vale todo, se permite todo”; es decir, se 

considera que lo que se “sube” no pertenece a nadie, sino que es de toda la comunidad; 

por lo que se comparten libros, películas, música, etcétera. Así, en las redes sociales se 

difunden noticias, artículos, fotografías y todo cuanto sea posible de hacerlo; más aún, en 

las redes se comenta, se publica, se critica o se afirma lo que muchas veces se desconoce. 

El gran problema aquí es que alguien puede decir lo que sea, sin que le conste lo que afirma 

y en poco tiempo esto puede ser compartido y difundido por otras muchas personas 

usuarias de la red, afectando la honra y la dignidad de aquel o aquella de quien se habla. 

Da lo mismo si es verídico —o no— lo que se difunde de una persona, si afecta su dignidad, 

su reputación; de hecho, suele recibir el escarnio de los “comentadores” de la publicación. 

 

Ahora, baste autonombrarse influencer, youtuber o cualquier otra denominación que 

implique ser propietario del favor de miles o millones de usuarios, para presumir y asumir 

que se tiene la calidad necesaria para opinar de todo y sin limitación alguna. Así, en las 

redes sociales prácticamente cualquier persona es “reportero”, “comentarista experto”, 

“analista político” y lo que sea necesario a fin de “impactar en las redes”, de ser popular. 

Cuando alguien señala abusos o excesos, pues se ha dañado su honra, porque se le difama 

o se afecta su dignidad, enseguida se alzan las voces que invocan que se restringe la 

libertad de expresión. Pero, como se ha sostenido en este trabajo, cuando se difama, injuria 

o denigra, ya no se está haciendo uso de la libertad de expresión, pues se incurre en actos 

constitutivos de delito, porque los límites del derecho a la libertad de expresión han sido 

rebasados y se ha incurrido en conductas antijurídicas que no deben pasarse por alto, sino 

que deben ser sancionadas. 
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Así, las redes sociales no son un espacio en el que principalmente se esgrimen razones, 

argumentos, análisis, sino que, las más de las veces, se emiten precarios juicios de valor 

por usuarios que se creen con el derecho de expresarse sobre vidas, asuntos privados, 

datos íntimos, etcétera. La cuestión aquí se hace compleja, pues, o se está abusando de la 

libertad de expresión —al grado de violentar el derecho a la honra, la vida privada y a la 

dignidad de otro—, o no se trata de un asunto ya de libertad de expresión, sino de violencia 

digital en contra de la víctima.[7] En ambos casos, como se quiera ver o analizar, jurídica y 

socialmente, esto debe parar. La libertad de expresión debe tener límites perfectamente 

establecidos en las leyes que regulen las actividades en las redes sociales porque, de otra 

forma, el abuso se hará más y más grande, hasta el punto de escalar la violencia en los 

medios electrónicos. “Difama, que algo queda” mal versa el dicho, pero cuánta verdad 

señala. 

 

Si no se consideraran estas publicaciones como abuso a la libertad de expresión, sino que 

quien publica contenido en las redes sociales que es difamatorio o violento tiene como 

resultado el dañar la reputación de alguien, pues entonces se hace aún más imperativo 

establecer sanciones a actos que ya ni siquiera se escudan en el falaz discurso de que no 

existe limitante a la libertad de expresión, que esta es absoluta, cuando, como ya se ha 

señalado, no es así. La libertad no es una carta, un salvoconducto que vale para todo, sino 

una carta de responsabilidad, para con uno, pero más importante aún: para con los demás. 

Los barcos suelen tener en sus costados, frente y parte posterior, restos de neumáticos que 

la tripulación les coloca para que cuando lleguen al puerto, aminoren el impacto y no 

provoquen ni se provoquen daño. De igual forma, la libertad de expresión, con sus limitantes 

bien definidas y sus sanciones para todo abuso, son esa capa de protección que protege 

tanto el derecho del que hace uso de la libertad de expresión, como del que se habla.  

 

Por otro lado, es necesario que se advierta, en el marco regulatorio a las redes sociales, 

que el uso de la libertad de expresión es diferenciado, porque no lo emplea de la misma 

forma el ciudadano de a pie que los profesionales de la comunicación, como los reporteros, 

periodistas y analistas debidamente acreditados. La libertad de expresión es un derecho, 

pero debe usarse con criterio, autocontrol y responsabilidad. Y responsabilidad implica, 

necesariamente, asumir la consecuencia de las expresiones vertidas y que dañan la 

dignidad y honra de otras personas. 
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Conclusión 

 

En este trabajo no se proponen censuras a la libertad de expresión, sino limitantes que 

permitan el disfrute de dicho derecho sin que se vulneren la dignidad o la honra de otras 

personas. Se ha señalado cómo es que los derechos, en particular, el de la libertad de 

expresión, no son absolutos, pues estos tienen limitantes que permiten el disfrute de otros 

derechos o garantizan el disfrute de los de otras personas. Se dice que quien ejerce el 

poder público debe tener “la piel más gruesa” y soportar las críticas de las y los ciudadanos. 

Y es verdad, pero en ocasiones no existen dichas críticas, sino ofensas directas, insultos 

soeces que no se pueden permitir, porque estos no provienen desde el uso legítimo del 

derecho a la libre expresión, sino a la acción dolosa de denigrar, de ofender. Un argumento 

se construye desde la razón, que puede ser expresada de manera firme, directa, pero nunca 

ofensiva. 

 

Cuando, bajo el discurso del uso del derecho a la libertad de expresión, se emiten 

comentarios u opiniones sobre personas sin fundamento, con lenguaje denigrante u 

ofensivo, violando su privacidad por medio de difundir información sensible, no se está 

vulnerando un derecho o varios solamente, sino que se está atentando contra la dignidad 

misma de la persona, que es razón, objeto y sentido del reconocimiento de los derechos 

humanos. La dignidad es, a final de cuentas, la fuente de donde brotan dichas prerrogativas. 

 

A nadie favorecen los discursos de odio camuflados en el derecho a la libertad de expresión, 

ni si quiera a quien los pronuncia. De hecho, a él menos que a nadie. La violencia nace de 

a poco, pero pronto germina y se hace grande, se eleva y pronto, se vuelve un “grito” en las 

redes que cuando estas lo replican, con su inmediatez y rapidez ya es algo estruendoso y 

difícil de detener. El daño, entonces, es casi irreversible. 

 

El derecho en nuestro país debe establecer sistemas de protección, por medio de las leyes, 

a la integridad y dignidad de las personas a su honor, a su vida privada, sus preferencias 

sexuales, sus creencias y demás. El uso de las redes sociales y de la internet en general, 

no debe ser un espacio para la anarquía, la intolerancia o la práctica de la difamación, sino 

foros para la libre, pero responsable, expresión de las ideas. 
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Se deben, además, establecer políticas públicas preventivas que busquen sensibilizar a las 

personas en el respeto al derecho del otro a una vida libre de violencia, al respeto a la 

dignidad ajena; el otro, al que criticamos, señalamos o juzgamos, al final del día, no nos es 

un ser extraño y, hasta cierto punto, al compartir tantas cosas con él, nos vemos reflejado 

o identificados en él. 

 

Se insiste: se vale criticar, de hecho, se debe criticar, porque la crítica permite mejorar, 

redefinir, replantear o de plano, dejar lo que se está haciendo mal. El insulto que se pretende 

camuflar en el derecho humano a la libertad de expresión, ese debe ser sancionado. 

 

 

 

Notas 

 

[1] “En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 

humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el 

Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no 

podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta 

Constitución establece”. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1o., 

párrafo primero. 

[2] “Es inviolable la libertad de difundir opiniones, información e ideas, a través de cualquier 

medio. No se puede restringir este derecho por vías o medios indirectos, tales como el 

abuso de controles oficiales o particulares, de papel para periódicos, de frecuencias 

radioeléctricas o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por 

cualesquiera otros medios y tecnologías de la información y comunicación encaminados a 

impedir la transmisión y circulación de ideas y opiniones”. Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, artículo 7o., párrafos primero y segundo. 

“Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni coartar la libertad 

de difusión, que no tiene más límites que los previstos en el primer párrafo del 

artículo 6o. de esta Constitución. En ningún caso podrán secuestrarse los bienes 

utilizados para la difusión de información, opiniones e ideas, como instrumento del 

delito”. 

[3] “La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o 

administrativa, sino en el caso de que ataque a la moral, la vida privada o los derechos de 
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terceros, provoque algún delito, o perturbe el orden público; el derecho de réplica será 

ejercido en los términos dispuestos por la ley. El derecho a la información será garantizado 

por el Estado”. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 6o., párrafo 

primero. 

[4] En el caso de la Ley Fundamental Alemana, el artículo 5o. expresamente señala límites 

al derecho de la libertad de expresión: 

“Artículo 5. 

[Libertad de opinión, de los medios de comunicación, artística y científica]  

(1) Toda persona tiene el derecho a expresar y difundir libremente su opinión 

oralmente, por escrito y a través de la imagen, y de informarse sin trabas en fuentes 

accesibles a todos. La libertad de prensa y la libertad de información por radio, 

televisión y cinematografía serán garantizadas. La censura está prohibida. 

(2) Estos derechos tienen sus límites en las disposiciones de las leyes generales, 

en las disposiciones legales adoptadas para la protección de la juventud y en el 

derecho al honor personal. 

(3) El arte y la ciencia, la investigación y la enseñanza científica son libres. La 

libertad de enseñanza no exime de la lealtad a la Constitución”. Ley Fundamental 

de la República Alemana, artículo 5o. 

[5] El artículo 19.1 de la Ley Fundamental Alemana además señala: 

“Artículo 19 

[Restricción de los derechos fundamentales]  

(1) Cuando de acuerdo con la presente Ley Fundamental un derecho fundamental 

pueda ser restringido por ley o en virtud de una ley, ésta debe tener carácter general 

y no estar limitada al caso individual. Además, la ley debe mencionar el derecho 

fundamental indicando el artículo correspondiente”. Ley Fundamental de la 

República Alemana, artículo 19.1. 

[6] Ejemplo de lo que aquí se señala son la “Guía de Estilo” del diario español El País, así 

como el Manual de Periodismo de Carlos Marín. 

[7] La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia señala, como 

modalidades de la violencia hacia las mujeres, a la violencia digital y a la mediática. Por lo 

que se refiere a la violencia digital la ley señala en el artículo 20 quater: 

“Violencia digital es toda acción dolosa realizada mediante el uso de tecnologías de la 

información y la comunicación, por la que se exponga, distribuya, difunda, exhiba, transmita, 

comercialice, oferte, intercambie o comparta imágenes, audios o videos reales o simulados 
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de contenido íntimo sexual de una persona sin su consentimiento, sin su aprobación o sin 

su autorización y que le cause daño psicológico, emocional, en cualquier ámbito de su vida 

privada o en su imagen propia. 

Así como aquellos actos dolosos que causen daño a la intimidad, privacidad y/o dignidad 

de las mujeres, que se cometan por medio de las tecnologías de la información y la 

comunicación.  

Para efectos del presente Capítulo se entenderá por Tecnologías de la Información y la 

Comunicación aquellos recursos, herramientas y programas que se utilizan para procesar, 

administrar y compartir la información mediante diversos soportes tecnológicos.  

La violencia digital será sancionada en la forma y términos que establezca el Código Penal 

Federal”. 

Por lo que hace a la violencia mediática, el artículo 20 quinquies dispone: 

“Violencia mediática es todo acto a través de cualquier medio de comunicación, que de 

manera directa o indirecta promueva estereotipos sexistas, haga apología de la violencia 

contra las mujeres y las niñas, produzca o permita la producción y difusión de discurso de 

odio sexista, discriminación de género o desigualdad entre mujeres y hombres, que cause 

daño a las mujeres y niñas de tipo psicológico, sexual, físico, económico, patrimonial o 

feminicida. 

La violencia mediática se ejerce por cualquier persona física o moral que utilice un medio 

de comunicación para producir y difundir contenidos que atentan contra la autoestima, 

salud, integridad, libertad y seguridad de las mujeres y niñas, que impide su desarrollo y 

que atenta contra la igualdad”. 
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El ecocidio impune de los menonitas 

Francisco José Parra Lara 
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De acuerdo con la información recabada por la BBC de Londres, Inglaterra, los menonitas 

constituyen un movimiento ultrarreligioso, surgido de la Reforma Protestante acaecida hace 

más de 500 años en Europa. Fue a principios del siglo XX que empezaron a llegar a América 

Latina, y han aprovechado la tierra, recursos naturales y a los gobiernos “dispuestos a 

respetar su deseo de no interferencia del Estado en sus prácticas religiosas y culturales”. 

 

Hasta ahí, en los temas de religión y cultura, no se observaría mayor problema respecto de 

su interacción social, a un grupo históricamente conocido por vivir en comunidades 

fuertemente cerradas hacia su interior. La cosa cambia, diametralmente, cuando se observa 

el daño sistemático, severo e irreparable que los menonitas han ocasionado a los 

ecosistemas de las regiones que han ocupado alrededor del mundo, en especial en América 

Latina. 

 

En el resumen del artículo “Menonitas y deforestación en América del Sur”, publicado por 

Marc Dourojeanni en la revista de la Universidad Nacional Agraria de La Molina de Perú, se 

dice lo siguiente: 

 

"[...] se estima que ya han deforestado más de cuatro millones de hectáreas de los 

biomas Chaco y Chiquitanía, principalmente para ganadería y soya. A partir del 

presente siglo comenzaron a invadir la Amazonia de Bolivia y más recientemente 

las de Perú y Colombia, habiendo ya deforestado posiblemente unas 20 mil 

hectáreas. Por sus antecedentes en México y América Central, así como en 

Paraguay y Bolivia, también preocupa el hecho de que sus tácticas para ocupar la 

tierra, tanto como muchas de sus prácticas, serían en gran medida ilegales y 

perjudiciales tanto al ambiente como a las poblaciones locales, especialmente 

indígenas. Evidencias recientes de Perú y Colombia confirman esas sospechas". 

 

Como se refiere en tal artículo peruano, México también ha padecido, desde hace muchos 

años, el grave daño medioambiental por parte de dicho grupo religioso de origen extranjero. 
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Y no sería para menos, pues hace poco más de cien años —llegaron a Chihuahua en 

1922— que habitan el país.  

 

No se niegan las diversas contribuciones que han aportado o pudieron haber hecho tales 

comunidades, pues se aclara que el objeto de esta colaboración es llamar la atención, 

especialmente en estado de Yucatán, de la repetición sus conductas altamente 

depredadoras de la riqueza ecológica. Para justificar lo anterior, se cita el artículo “Prácticas 

que amenazan la selva”, de Mariana Pacheco Ortiz, publicado por el Diario de Yucatán el 9 

de julio de 2025, donde se menciona que los menonitas quemaron 350 hectáreas de selva 

maya en Tekax para cambiar el uso del suelo, además de que realizaron tala ilegal en otros 

estados de la península yucateca, de acuerdo con lo dicho días atrás por la Procuraduría 

Federal de Protección al Ambiente (PROFEPA). Y es que, en el caso del suelo yucateco, 

no fue un evento aislado, pues se recordó que, en 2019, en Mesatunich, Tekax, la 

deforestación provocó el éxodo jaguares que eran monitoreados por la Junta Intermunicipal 

Biocultural del Puuc (JibioPuuc). 

 

Como se retrata en el ejemplo local, es sistemática la práctica de las colonias de menonitas 

que implica la depredación de la naturaleza y sus recursos. Esto suele ser parte neurálgica 

de lo que, a la postre, ocasiona fuertes tensiones con los habitantes y el gobierno de dichas 

zonas, pero no es hasta que dicho grupo siente que la tensión social es insoportable que 

decide dejar la colonia establecida. Esta explicación la proporcionaron Elizabeth Bautista y 

Óscar Sánchez, en su artículo “Diáspora transnacional de comunidades entre menonitas 

de México y Brasil”. 

 

Un ejemplo de dicha tensión ocasionada por la justicia popular por “propia mano” se sitúa 

en la comunidad nativa Caimito (Perú), en julio del año 2024. De acuerdo con la publicación 

denominada “Expulsan menonitas de áreas deforestadas” de Iván Brehaut, periodista 

enfocado en la Amazonía, pueblos indígenas y delitos ambientales, se menciona que “ante 

la renuencia de la Dirección Regional de Agricultura para darle fin a las disputas entre la 

colonia cristiana menonita de Masisea y la comunidad nativa Caimito, los indígenas 

decidieron hacer justicia por su propia mano”. La nota abunda al señalar que los pobladores 

Shipibo Conibo de tal comunidad nativa expulsaron a los menonitas, los cuales ocuparon y 

deforestaron, ilegalmente, los bosques del distrito desde hace 7 años, es decir, desde 2017. 
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Brehaut agregó que los pobladores indígenas originarios, cansados de años de gestiones 

infructuosas, decidieron expulsar a los menonitas, los cuales tenían, desde diciembre del 

2023, una orden judicial que les ordenaba dejar de deforestar los bosques de Masisea. Sin 

embargo, la colonia continuó con la deforestación en claro desacato a la justicia peruana.  

 

El autor concluye al señalar que los delitos cometidos por los menonitas en el Perú incluyen 

deforestación y el cambio de uso de la tierra sin contar con los permisos pertinentes:  

 

"Además, están siendo investigados por usurpación y se les vincula al tráfico de 

tierras. Los menonitas de la antigua colonia, como también se les conoce, son una 

rama sumamente ortodoxa de los grupos menonitas mundiales y son acusados de 

delitos ambientales en casi todos los países donde se han establecido. Estos delitos 

son deforestación, usurpación de tierras, destrucción de cuerpos de agua, 

contaminación de aguas, entre otros". 

 

Con tales antecedentes, y ante la falta de pruebas que lo corroboren o desmientan, se 

presume que las colonias de menonitas asentadas en la península de Yucatán estarían 

repitiendo sus patrones nocivos en perjuicio de las personas y su entorno medioambiental 

previamente asentados en el lugar. Actos y omisiones que son constitutivos de delitos —

principalmente federales—, además de infracciones administrativas. En el último supuesto, 

y a menos que tuvieran la nacionalidad mexicana adquirida, podrían ser sujetos de 

deportación o expulsión del país e, independientemente de su estatus migratorio, sus 

bienes pueden ser tomados, previa su extinción de su dominio, para indemnizar los daños 

causados tanto al estado como a los particulares. 

 

Conclusión 

 

Si bien es indudable que, en el país —incluido Yucatán— existe una arraigada como 

deplorable costumbre que la gente local, como en su caso de otros estados, se haga de 

tierras y aguas, incluso de forma aparentemente legal, y destruya su invaluable riqueza 

medioambiental en aras del lucro comercial, el factor extra de que tal ecocidio sea cometido 

por gente “foránea” —originaria de otros países— puede exacerbar los ánimos de la 

población en donde se ubique el territorio devastado, el cual, en no pocas ocasiones, suele 
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ser predominantemente indígena y, por ello, de recursos económicos inferiores respecto de 

tal comunidad extranjera. 

 

El ejemplo de la Amazonía peruana parece que no llevó la sangre al río, pero no hay que 

esperar a que el hartazgo social evolucione, alentado por la xenofobia, como en su caso 

por un resentimiento social o económico distinto, hacia un linchamiento en defensa de lo 

que se considera como propio y/o del bien común. Ese odio o rechazo a la gente extranjera 

o inmigrante ha estado en el foco de atención nacional a raíz de las recientes protestas 

acaecidas en Ciudad de México a causa de la gentrificación. Aún se está a tiempo de actuar 

conforme a derecho para impartir justicia pronta y expedita, y así, impedir que se siga 

manteniendo impune el daño hacia el medioambiente, el cual es, por definición, irreparable. 

Esto, a la par, traería la paz social que tanto hace falta en estos tiempos. 
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La reforma procesal penal en América Latina: 7 preguntas claves para el maestro 

Alberto Binder 

Carol Modesto 

2025-08-07 

 

Entrevista realizada al jurista argentino Alberto Binder, presidente del Instituto Nacional de 

Ciencias Penales (INECIP) por la magistrada Carol Modesto, jueza del Tercer Juzgado de 

la Instrucción del Distrito Judicial de Santo Domingo, República Dominicana. 

 

Buenos Aires, Argentina 

1o. de octubre de 2024 

 

 

Alberto Binder, destacado jurista argentino, profesor de posgrado de derecho procesal 

penal en la Universidad de Buenos Aires. Graduado como abogado y doctor en derecho por 

esa misma universidad. Es fundador y presidente del INECIP, miembro de la Asociación 

Argentina de Derecho Procesal y del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal. Ha sido 

asesor técnico en los procesos de reforma judicial en Argentina, Chile, Bolivia, Paraguay, 

Ecuador, Venezuela, Honduras, El Salvador, Guatemala, República Dominicana y otros 
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países de América Latina. Es autor de numerosas obras, entre las que se destacan: De las 

repúblicas aéreas al Estado de derecho: ideas para un debate sobre la reforma judicial en 

América Latina, Justicia penal y Estado de derecho, Iniciación al proceso penal acusatorio, 

Política criminal y de la formulación de la praxis, Introducción al derecho penal, Introducción 

al derecho procesal penal, El incumplimiento de las normas procesales, Ideas y materiales 

para la reforma de la justicia penal, Policías y ladrones: una guía para discutir el problema 

de la seguridad, La implementación de la justicia adversarial, Análisis político criminal, 

Derecho procesal penal. Tomos I y II y autor de artículos sobre tales materias. 

 

 

Carol Modesto (C. M.): Usted ha sido asesor de múltiples procesos de reformas procesales 

penales en América Latina. Según su experiencia, ¿cuáles han sido los principales logros 

y desafíos para la implementación del modelo acusatorio y qué ha caracterizado los casos 

más exitosos?  

 

Alberto Binder (A. B.): Bueno, yo diría que uno de los principales logros es que, en toda 

América Latina, existe una clara comprensión del modelo. Hay una gran uniformidad en la 

interpretación del modelo acusatoria adversarial que se fundamenta en la base 

constitucional, en el bloque de constitucionalidad e incluso en los pactos internacionales de 

derechos humanos. Esto lo hemos logrado y se presenta como un horizonte de evolución; 

hacia allá debemos dirigirnos en la implementación. 

Hemos enfrentado dos grandes desafíos que todavía se están abordando o resolviendo 

poco a poco. El primero lo llamaría el desafío organizacional; debido a una serie de 

tradiciones y costumbres, las organizaciones del ámbito judicial —ya sean jueces, fiscales 

o defensores públicos— tienden a burocratizarse rápidamente. No existe un trabajo 

constante de innovación organizacional; se crean estructuras que se vuelven rígidas, lo que 

genera disfunciones, ya que las demandas sociales son más rápidas y diversificadas. Por 

lo tanto, esta dimensión organizacional sigue siendo un desafío significativo y, si 

observamos el volumen de ideas y esfuerzos en torno a esto, es escaso en comparación 

con la magnitud del problema. 

El segundo desafío en la implementación es que, en general, los abogados 

latinoamericanos tienen una capacidad limitada para litigar en entornos orales, para 

presentar casos con precisión y para realizar un análisis detallado de los hechos. Les falta 

habilidad para argumentar y contraargumentar, así como para manejar la publicidad. Existe 
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una tendencia a quedar atrapados en la lógica del trámite, convirtiendo todo en una 

secuencia de procedimientos, litigando de manera deficiente, utilizando un lenguaje poco 

riguroso o realizando teatralizaciones que no abordan rápidamente el meollo del asunto. 

Aunque se están haciendo esfuerzos para superar esto, mediante una mejor enseñanza de 

la litigación y nuevas formas de abordar la teoría de la prueba, la enseñanza tradicional del 

derecho aún prepara a los estudiantes de manera deficiente en estos aspectos. Y las 

escuelas, como te imaginarás, tienen un papel crucial en este proceso. 

 

C. M.: En su opinión, ¿cómo han influido las reformas procesales penales en los niveles de 

transparencia y el acceso a la justicia de los sistemas judiciales de América Latina? 

 

A. B.: Bueno, estás planteando dos aspectos distintos. Desde el punto de vista de la 

transparencia considero que ha habido un aumento significativo; en este aspecto, la 

presencia de los actores judiciales es más clara. La cobertura mediática también ha 

mejorado y la sociedad, influenciada por la cultura de las series y las películas, entiende 

mejor lo que hace la justicia. En el ámbito de la justicia penal, esto ha permitido que la 

sociedad perciba que el vínculo entre la justicia y la comunidad ha mejorado, aunque 

todavía queda mucho por hacer. La razón principal de esto es que el Poder Judicial no 

cuenta con una agenda adecuada de relaciones públicas. Por lo tanto, diría que, en 

términos generales, la transparencia ha mejorado. 

Sin embargo, hay un aspecto en el que aún necesitamos trabajar considerablemente: la 

rendición de cuentas. Esto implica ofrecer información clara, realizar análisis estadísticos y 

establecer un control de gestión interno que se presente a la sociedad. En este sentido, 

creo que debemos esforzarnos más para avanzar en la transparencia relacionada con el 

acceso a la justicia. 

El problema radica en que la justicia penal no ha sido históricamente diseñada para manejar 

un gran número de casos. La crisis en otros sistemas de justicia ha llevado a que muchas 

personas se vean obligadas a recurrir a la justicia penal, y una justicia penal sobrecargada 

no puede funcionar de manera eficiente. 

Así que te diría que el problema del acceso a la justicia es menos acuciante en la justicia 

penal en la actualidad, pero es muy problemático en áreas como la justicia civil, laboral, 

comercial y en las pequeñas causas. Ahí es donde se encuentra el núcleo del problema, ya 

que la debilidad, la burocratización y la falta de acceso en esos niveles generan que 

demasiados casos terminen en la justicia penal. 
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C. M.: ¿Cuál sería su recomendación en ese aspecto?  

 

A. B.: En ese sentido te diría que mi consejo es trabajar de manera mucho más intensa y 

rápida en las otras áreas de la justicia, especialmente en la justicia de las pequeñas causas 

y en la figura de los jueces de paz, que cuentan con una buena estructura. Esto es 

fundamental, ya que la conflictividad en la sociedad está en aumento, lo que se debe a que 

somos más personas y tenemos diferentes expectativas. Esto genera que muchos 

conflictos queden atrapados en ese nivel. 

Asimismo, la justicia civil y otras ramas deben agilizar sus procesos y avanzar hacia un 

modelo más oral. No estoy al tanto de cómo ha evolucionado el proyecto de oralidad en su 

país, pero es esencial que se implementen estas reformas de manera efectiva, evitando 

que queden atrapadas en visiones burocráticas. 

Pero lo que quiero enfatizar es que se debe poner mucho esfuerzo y empeño en regular el 

ingreso de casos. A la justicia penal se le han otorgado muchas posibilidades, como los 

acuerdos reparatorios y la suspensión a prueba, pero parece que todavía no se están 

utilizando al máximo. Es crucial que se aprovechen más estas opciones para aliviar la carga 

en la justicia penal y mejorar el acceso a la justicia en general. 

 

C. M.: ¿Cree usted que las reformas procesales penales han afectado la percepción pública 

de la justicia en términos de confianza de la ciudadanía y eficacia institucional? 

 

A. B.: El problema es relativamente complejo, a ver, matizaría las respuestas. Me parece 

que hay casos en los que sí ha habido un impacto positivo y otros en los que no. La justicia, 

debido a la forma en que se realizan los nombramientos y a su historia, siempre tiene una 

legitimidad frágil. 

Un juez puede ganarse rápidamente el respeto y la confianza de la ciudadanía a raíz de 

ciertos casos; pero luego, con solo tres decisiones cuestionables, su legitimidad puede 

disminuir drásticamente. Por eso, es fundamental trabajar en fortalecer esa legitimidad. 

En mi experiencia en Argentina, y considerando el debate que se tuvo en República 

Dominicana durante la época de la reforma, creo que es hora de retomar ciertos temas. 

Uno de ellos es el sistema de jurados. Este sistema, que estuvo muy cerca de ser aprobado 

en su momento, podría ser clave en la relación con la ciudadanía. Cuando la población se 
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da cuenta de que participar en un juicio es un proceso complejo se siente representada y, 

al mismo tiempo, los jurados influyen en la opinión pública 

Me parece que, si no avanzamos hacia un sistema de jurados, la relación con la sociedad 

seguirá siendo frágil. Hay otras medidas que se pueden considerar, pero creo que este es 

un paso que, por ejemplo, los dominicanos deberían estar listos para dar. 

 

C. M.: Acerca de la prisión preventiva, algunos juristas piensan que la reforma no ha logrado 

su cometido en varios países, ¿cuáles medidas considera esenciales para reencausar el 

debate en torno al uso de esta medida de coerción sin que se desnaturalice su propósito? 

 

A. B.: Bueno, estamos tomando medidas. La prisión preventiva es, en cierto sentido, la 

“institución maldita” del derecho procesal. Es difícil de controlar porque siempre están en 

juego las presiones sociales y, a veces, la falta de ideas por parte de los fiscales. 

Actualmente, estamos trabajando en este tema y te compartiría tres dimensiones que 

considero esenciales. 

La primera es mejorar el litigio en audiencias públicas, con un enfoque adversarial sobre la 

prisión preventiva. Es fundamental contar con una defensa sólida. En Argentina, se observa 

un fenómeno interesante: se están dictando prisiones preventivas de corta duración. Esto 

reduce el dramatismo de estar seis meses o un año en prisión preventiva, es diferente que 

te mantengan 10 días. Al mismo tiempo, los jueces están comenzando a exigir al Ministerio 

Público que explique las acciones que tomará durante esos 10 o 15 días en los que se está 

sacrificando la libertad del imputado. 

La segunda dimensión es el manejo de plazos y la gestión de las actividades necesarias 

vinculadas a esos plazos, lo que se ha vuelto más estricto. Por último, debemos trabajar 

mucho en los sistemas de supervisión en libertad. Esto implica un uso más inteligente de 

dispositivos electrónicos y de la fianza, promoviendo una fianza social, es decir, que la 

familia o grupos de apoyo se encarguen de garantizar que la persona no se fugue. 

El sistema de supervisión en libertad necesita ser fortalecido o, de lo contrario, los jueces 

siempre sentirán la presión de recurrir a la prisión. Además, el Código Procesal Penal de la 

República Dominicana es muy claro al establecer todas las medidas que se pueden tomar 

antes de restringir la libertad. Por ello, estamos llamando a una nueva agenda sobre la 

prisión preventiva y al establecimiento de criterios muy claros en los casos en los que no 

puede haber prisión preventiva, es esta una de las maneras en las que estamos trabajando 

para abordar este problema. 
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C. M.: Si eso que plantea se vincula a la presentación de actos conclusivos, ¿podría esto 

acarrear inconvenientes para las dinámicas del Ministerio Público en la conclusión del 

procedimiento preparatorio? 

 

A. B.: Bueno, es muy sencillo. El plazo que se le impone al Ministerio Público es un plazo 

máximo. Si decide utilizar todo el plazo entonces no debería solicitar la prisión preventiva. 

Estamos afirmando que, entre todas las medidas del sistema de justicia penal, la restricción 

de libertad antes de la condena es excepcional. Por lo tanto, puedo exigir al Ministerio 

Público que me explique para qué va a utilizar esa medida excepcional y cuáles acciones 

llevará a cabo durante ese tiempo 

Nadie le está diciendo que deba usar los seis meses o el año que tiene para investigar. 

Pero, si desea mantener a alguien en prisión, debe indicarme cómo va a acelerar el proceso 

y qué planes tiene para ese periodo. Así es como los jueces están razonando en este 

asunto, ya que el programa constitucional establece que la prisión preventiva es de ultra 

excepcionalidad. En consecuencia, el Ministerio Público tiene la carga de justificar por qué 

va a recurrir a una medida tan extraordinaria. 

 

C. M.: ¿Cuáles son los próximos pasos para fortalecer la justicia penal en la región y cómo 

se pueden asegurar reformas sostenibles y adaptadas a las realidades locales de cada 

país?  

 

A. B.: Creo que lo que nosotros llamamos esta nueva etapa, esta nueva agenda de reforma 

de la justicia penal, pasa por una profunda reorganización del Ministerio Público basada en 

lo que denominamos planificación estratégica de los casos. 

El Ministerio Público debe tomarse en serio cómo va a utilizar los casos para participar en 

la política criminal y en el control de la criminalidad, teniendo la flexibilidad para realizar 

cambios. Es fundamental establecer grupos de trabajo (task forces) y relaciones con la 

policía, de manera que el sistema sea dinámico y se dirija hacia resultados concretos, 

alejándose de la investigación por oficio, que suele ser rutinaria y no lleva a ninguna parte.  

Sería beneficioso contar con los datos de la República Dominicana al respecto. En 

Argentina, por ejemplo, tenemos 25 fiscalías debido a nuestra estructura federal; cada 

provincia tiene la suya, y la gran mayoría de nuestros ministerios públicos enfrenta un 

desafío significativo: el 90 % de los casos no llegan a ninguna conclusión. Esto se debe a 
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que se realiza una investigación rutinaria, lo que hace imperativo trabajar en la planificación 

de la persecución estratégica considerando toda su complejidad. 

En cuanto a los jueces, es esencial avanzar en la formación de colegios de jueces y trabajar 

en la visión organizacional, mejorando la calidad de las audiencias. Además, debemos 

considerar el sistema de jurados como un complemento que fortalezca al juez profesional, 

en lugar de debilitarlo. 

En tercer lugar, hay que ampliar significativamente el uso de procesos de composición, 

promoviendo acuerdos reparatorios rápidos y un uso más claro de la suspensión de prueba 

o la suspensión condicional del proceso. En relación a la abogacía, es fundamental 

establecer con mayor claridad cuáles son los estándares de una defensa penal efectiva, 

evitando que la defensa pública se burocratice y se sobrecargue de trabajo. Al mismo 

tiempo, debemos continuar con el liderazgo, en términos de calidad de la abogacía, lo que 

constituye una agenda de trabajo muy concreta. 

Por otra parte, es importante reconocer que por primera vez —si miramos diez años atrás— 

en la historia del Ministerio Público de toda América Latina se ha demostrado tener la 

capacidad de hacerse cargo de casos contra los poderosos. Se han encarcelado 

presidentes, ministros y empresarios, lo cual nunca había ocurrido antes. Esta memoria de 

lo que se ha logrado debe ser recordada y utilizada como impulso para que el Ministerio 

Público se enfoque en los casos más graves para la sociedad. Con esto, hay mucho trabajo 

por delante para los próximos 10 o 20 años 

 

C. M.: Concédame un mensaje final de exhortación para los jueces profesionales de la 

República Dominicana. 

 

A. B.: En el sistema acusatorio ser juez penal es una profesión entusiasmante y gratificante. 

Necesitamos jueces que sean, en primer lugar, muy profesionales, celosos de su autonomía 

e independencia, y que se animen a dar el paso hacia los jurados y a la participación 

ciudadana. ¡Jueces verdaderamente profesionales, independientes y abiertos a la 

sociedad! 
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La discriminación positiva tributaria como mecanismo de protección a las personas 

mayores 

Ángel Carmelo Prince Torres 

2025-08-07 

 

Introducción 

 

El sistema tributario está estructurado sobre el principio de legalidad, de acuerdo con el cual 

se reconoce que todo tributo debe establecerse por una ley , lo cual obedece a la máxima 

de nullum tributum sine lege (Rivera, 2025). Esto es congruente con los fines del derecho, 

asumido como normas para satisfacer necesidades de las personas y regular su conducta 

en sociedad (Universidad Pontificia de México, 2024) por lo que con el derecho tributario se 

estructuran parámetros para cubrir los requerimientos generales de la población, pero 

también de grupos vulnerables concretos, como el de los adultos mayores. Bajo esta óptica, 

está presente la discriminación positiva como una fórmula para resguardar los intereses de 

los débiles jurídicos cuando les procuran alguna ventaja fiscal que alivie los gravámenes.  

 

Así, el propósito general de este artículo es comprender la relevancia de la discriminación 

positiva para beneficiar a los adultos mayores en materia tributaria. Con este fin, fue 

realizada una concisa investigación documental para abordar el tema de estudio. 

 

Desarrollo: discriminación positiva tributaria y personas adultas mayores 

 

Resulta importante entender por discriminación positiva al conjunto de prácticas destinadas 

a corregir desigualdades contra colectivos marginados y excluidos (Alonso, 2021). Por lo 

tanto, dichas acciones pretenden establecer el trato de iguales entre iguales y procurar a 

grupos de personas con características similares (Garrido, 2008), situación que se convierte 

en un pilar de los derechos humanos. En materia tributaria esa discriminación positiva se 

configura cuando hay consolidación de beneficios fiscales, que son ventajas que el 

legislador considera para los sujetos pasivos en aras de anular o reducir el cumplimiento 

de la obligación tributaria (Acceso a la Justicia, 2025). Entre estas se encuentran las rebajas 

del pago, los desgravámenes, las exenciones o las exoneraciones asumidas como 

dispensas totales o parciales de la deuda que, respectivamente, son determinadas 
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directamente por la ley u otorgadas por entes como los del Poder Ejecutivo. Estos beneficios 

son otorgados a ciertas personas bajo supuestos delimitados y características puntuales. 

 

Ahora bien, al tomar como adultos mayores a las personas de sesenta años o más 

(Defensoría del Pueblo de Perú, s. f.), estas personas, en materia de gerontología, son 

asimiladas como insertos dentro del proceso de envejecimiento y, por ello, sus necesidades 

biopsicosociales resultan más específicas (Instituto Nacional de las personas adultas 

mayores de México, 2019). De esta manera, una forma de garantizar la cobertura de los 

requerimientos que tienen es acordar medidas de protección sobre su economía y esto 

puede hacerse a través de prácticas fiscales tendientes al respeto de su capacidad 

económica, por medio de las medidas de discriminación positiva que provean alivio 

tributario de la obligación originada por la materialización de un hecho imponible.  

 

Lo anterior es congruente si se tiene en cuenta que, para autores como Amadasi y 

Tinoboras (2017), los adultos mayores son potenciales víctimas de dificultades económicas 

que pueden desencadenar incidencias sobre la alimentación idónea o, en general, sobre el 

acceso a ingresos que sean suficientes para la vida diaria, y que se condicionan por factores 

como la pobreza o una jubilación que no se sabe si garantizará ingresos adecuados. 

Entonces, de allí parte precisamente la vulnerabilidad de los colectivos adultos mayores: su 

susceptibilidad a padecer de carencias en una etapa crucial dentro de su desarrollo ya que, 

por ejemplo, condiciones físicas devenidas de la edad podrían afectar su productividad, y 

tales situaciones son también determinantes para que cuenten con los recursos que les 

permitan vivir con dignidad. 

 

Y es que, precisamente, la dignidad humana es uno de los principios preponderantes dentro 

de textos jurídicos como la Carta de Naciones Unidas (1945) o la Declaración Universal de 

Derechos Humanos (1948), por lo que se integra al marco de los derechos fundamentales. 

Esto incluye vivir de manera óptima y respetar la integridad física y psíquica de las 

personas, ya que dichos aspectos pueden depender en gran modo de la holgura 

económica. Por eso, en la medida en que el sistema tributario tiene que armonizarse y 

atender a la proporcionalidad en las cargas, así como la consideración de la capacidad 

contributiva de los sujetos pasivos, uno de los mecanismos para consolidar el resguardo de 

los intereses financieros de los adultos mayores se asume con la implementación de 

medidas de discriminación positivas que contrarresten aquella de naturaleza negativa 



Vol. 16, núm. 88, julio-agosto de 2025 

causada por la edad, en función de la cual se relega a esas personas, sin considerar su 

situación especial. 

 

Conclusión 

 

Con este trabajo se insistió que es imperativo atendiendo a la progresividad en materia de 

derechos humanos; que los Estados consideren dentro de sus políticas públicas el 

incremento de normas jurídicas que protejan a los adultos mayores, por medio de medidas 

de discriminación positiva en materia tributaria. Este es no sólo un compromiso con todos 

aquellos humanos que, a lo largo de sus vidas, contribuyeron con la construcción de 

sociedades, crianza de generaciones y aporte a la economía de los países, sino que forma 

parte del esquema fiscal de velar por la justicia, la igualdad entre iguales y el equilibrio que 

permita elevar el nivel de vida poblacional como una forma de atestiguar el respeto al núcleo 

de los derechos naturales. 
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El Senado de la República recibió con dictamen en sentido positivo el proyecto de decreto 

aprobado por la Cámara de Diputados el 28 de abril de 2024, mediante el cual se expide la 

Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos. Esta nueva normatividad tiene por 

objeto establecer un marco jurídico para la simplificación administrativa y la 

digitalización de trámites y servicios públicos en los tres órdenes de gobierno, a través del 

Modelo Nacional de Simplificación y Digitalización y la incorporación de buenas 

prácticas regulatorias. Como parte de esta transformación institucional, se abrogó la Ley 

General de Mejora Regulatoria y se ordena la extinción de la Comisión Nacional de 

Mejora Regulatoria (Conamer), cuyos recursos y funciones serán transferidos a la unidad 

competente dentro de la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones. 

En gaceta del Senado se publicó la siguiente información:  

“Dictamen en sentido positivo por el que se pone a consideración del Pleno del 

Senado de la República el Proyecto de Decreto aprobado por la Cámara de 

Diputados el 28 de abril de 2024 por el que se expide la Ley Nacional para Eliminar 

Trámites Burocráticos, normatividad que regula la simplificación administrativa y la 

digitalización de trámites y servicios públicos en los tres órdenes de gobierno, 

mediante la adopción del Modelo Nacional de Simplificación y Digitalización y de 

Buenas Prácticas Regulatorias. Abroga la Ley General de Mejora Regulatoria y 

extingue la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria (CONAMER). Sus recursos se 

transferirán a la unidad que determine el Reglamento Interior de la Agencia de 

Transformación Digital y Telecomunicaciones”.[i] 

 

Es importante señalar que un Análisis de Impacto Regulatorio (AIR) es una herramienta 

fundamental para garantizar que las decisiones normativas del gobierno estén sustentadas 

en evidencia y respondan a un problema público real, pues su propósito central es 

determinar si vale la pena emitir una regulación, considerando no solo su justificación legal, 

sino también sus efectos económicos, sociales y administrativos. En México, su elaboración 

es obligatoria para muchas dependencias del Ejecutivo federal y está supervisada por la 

https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/421#_edn1
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CONAMER, con el objetivo de prevenir regulaciones innecesarias, costosas o ineficaces. 

Al exigir que cada propuesta normativa explore alternativas, evalúe sus beneficios y costos, 

e identifique posibles impactos diferenciados en sectores vulnerables o productivos, el AIR 

fortalece la transparencia gubernamental, mejora la calidad regulatoria y asegura una toma 

de decisiones más racional y participativa. 

 

Antes de la Abrogación de la Ley General de Mejora Regulatoria las propuestas regulatorias 

del Ejecutivo (por ejemplo, nuevas normas técnicas, reglas fiscales, sanitarias, ambientales, 

etcétera) debían pasar por un proceso de consulta pública, ya sea a través de la 

CONAMER (Comisión Nacional de Mejora Regulatoria) u otros mecanismos. En ese 

sentido, los sectores involucrados (industria, academia, ciudadanía, ONG) podían opinar, 

alertar riesgos o proponer mejoras. 

 

Con la Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos esta fase previa de consulta se 

omite, lo que significa que la ciudadanía y sectores interesados solo conocerán las 

regulaciones una vez publicadas, ya como norma definitiva. En su contenido, 

estrictamente la Ley Nacional para Eliminar Trámites Burocráticos (p. 34) establece en el 

artículo 36 la exención del análisis de impacto regulatorio una serie de supuestos: 

“Artículo 36. Están exentas del Análisis de Impacto Regulatorio, las Propuestas 

Regulatorias que se ubiquen en alguno de los siguientes supuestos: 

l. Los Decretos, acuerdos, reglamentos y demás disposiciones que emita la persona 

titular del Poder Ejecutivo en los distintos órdenes de gobierno, así como las 

iniciativas de leyes que presenten dichas personas titulares a sus órganos 

legislativos; 

II. Aquellas disposiciones que se emitan en materia de seguridad nacional, 

seguridad pública, fiscal cuando no se refieran a contribuciones y accesorias de 

estas, y prestación de servicios públicos; 

III. Las que busquen evitar un daño inminente, o bien, atenuar o eliminar un daño 

existente a la salud o bienestar de la población, a la salud animal y sanidad vegetal, 

al medio ambiente, a los recursos naturales o a la economía, o bien, cualquier otro 

tipo de emergencia; 

IV. Las que establezcan actos de voluntad imperativa del Estado, como Decretos 

expropiatorios y de utilidad pública, entre otros; 

V. Aquellas que deriven de un tratado comercial o compromiso a nivel internacional; 
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VI. Aquellas que deriven de la normativa en materia de adquisiciones, 

arrendamientos, servicios y contrataciones de obra pública; 

VII. Aquellas que establezcan una situación jurídica concreta en la esfera jurídica de 

un particular o un grupo determinado, o 

VIII. Aquellas que no modifiquen obligaciones existentes, ni adicionen nuevos costos 

burocráticos, o que por su propia naturaleza deban emitirse o actualizarse de 

manera periódica”. 

 

Estos ocho supuestos de excepciones comprenden disposiciones vinculadas a seguridad, 

emergencias, tratados internacionales, salud, medio ambiente, adquisiciones públicas y 

actos con efectos concretos en particulares. Ahora bien, el artículo 41 señala que cuando 

se presente un Análisis de Impacto Regulatorio que cumpla con los requisitos previstos en 

esta Ley y en los lineamientos correspondientes, se someterá a consulta pública (p. 41), no 

obstante el artículo 49 señala que las propuestas regulatorias exentas de presentar un 

Análisis de Impacto Regulatorio deberán remitirse a la Autoridad de Simplificación y 

Digitalización, antes de su publicación en el Medio de Difusión Oficial correspondiente, junto 

con una justificación de exención que contendrá la siguiente información: l. Justificación de 

que se encuentra en alguno de los supuestos del artículo 36 de la presente Ley, y II. 

Descripción de los posibles nuevos costos burocráticos que, en su caso, pudieran 

generarse con la emisión de dicha propuesta (p. 43). 

La correlación entre los artículos 36 y 41 de la Ley Nacional para Eliminar Trámites 

Burocráticos evidencia una tensión normativa que compromete el principio de transparencia 

regulatoria. Si bien el artículo 41 estipula que todo Análisis de Impacto Regulatorio (AIR) 

deberá someterse a consulta pública, promoviendo así la deliberación técnica y ciudadana 

antes de la emisión de nuevas disposiciones, el artículo 36 amplía considerablemente las 

excepciones al AIR, excluyendo del mismo a decretos e iniciativas del Ejecutivo, 

disposiciones en materias estratégicas como seguridad nacional y fiscal, así como normas 

sin nuevos costos o de periodicidad obligatoria. Esta arquitectura legal permite que una 

proporción significativa de la producción normativa del Estado quede exenta de evaluación 

técnica y participación previa, neutralizando en la práctica el mecanismo de consulta 

establecido en el artículo 41. Los artículos periodísticos de AM y Reforma recogen con 

precisión esta contradicción estructural, al señalar que las reformas aprobadas en el 

Senado tienden a consolidar un modelo de regulación opaca y discrecional, en detrimento 



Vol. 16, núm. 88, julio-agosto de 2025 

de los principios de rendición de cuentas, evidencia técnica y control democrático que 

debieran regir la política regulatoria en un Estado de derecho. 

 

La información publicada por diversos medios de comunicación, como La Jornada[ii] y 

AM,[iii] sobre la aprobación en el Senado del dictamen relativo a la Ley Nacional para 

Eliminar Trámites Burocráticos, presenta un alto grado de veracidad y se encuentra 

plenamente respaldada por el contenido oficial disponible en la Gaceta Parlamentaria. El 

dictamen confirma la abrogación de la Ley General de Mejora Regulatoria, la extinción de 

la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria (CONAMER) y la transferencia de sus 

atribuciones a la Agencia de Transformación Digital y Telecomunicaciones. Asimismo, valida 

la eliminación del requisito de consulta pública para una amplia gama de disposiciones 

normativas emitidas por el Ejecutivo, lo cual implica una transformación estructural del 

marco institucional de mejora regulatoria en México. 

 

De manera específica, el artículo 36 de la nueva legislación establece una serie de 

excepciones al Análisis de Impacto Regulatorio (AIR), que incluyen actos normativos del 

titular del Poder Ejecutivo, disposiciones en materia de seguridad nacional y fiscal, así como 

aquellas orientadas a la atención de emergencias o que no generen nuevas cargas 

burocráticas. Esta modificación implica una reducción significativa de los mecanismos de 

evaluación ex ante y de participación ciudadana en el proceso regulatorio, elementos que 

constituyen principios fundamentales en los estándares internacionales de gobernanza 

regulatoria promovidos por organismos como la OCDE. En este sentido, los reportes 

mediáticos no sólo resultan veraces, sino que capturan adecuadamente la magnitud de las 

implicaciones institucionales y normativas derivadas del nuevo ordenamiento. Es tarea de 

la investigación jurídica y administrativa evaluar las nuevas políticas regulatorias en 

ausencia de la CONAMER. 
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El Poder Judicial Federal, a través del juicio de amparo, tiene competencia para revisar el 

quehacer jurisdiccional de los jueces locales. Esta es la principal crítica al federalismo 

judicial mexicano, pues se afecta una atribución que exclusivamente debería ser de los 

poderes judiciales de las entidades federativas: encargarse del control de legalidad de los 

juicios del fuero común.[i] En los siguientes párrafos haremos énfasis en la simbiosis 

generada entre el control difuso de normas generales y la figura del precedente judicial; 

binomio que trae como consecuencia la reivindicación del papel protagónico que tienen las 

autoridades jurisdiccionales locales en el contexto del federalismo judicial mexicano, ya que 

les permite contribuir en mayor medida a la defensa del pacto federal. 

 

El control difuso en el contexto del federalismo judicial mexicano 

 

Una característica de los estados federales es que los órdenes de gobierno (federal y local) 

participan en la formación de la voluntad para las decisiones nacionales a través del proceso 

de reforma a la Constitución general.[ii] Pero ¿qué pasa con la defensa del ésta? ¿A quién 

le corresponde? Históricamente la defensa de la Constitución estuvo a cargo del Poder 

Judicial de la Federación a través del control concentrado de constitucionalidad. Esto fue 

así hasta 2011, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió el expediente 

varios 912/2010 y sentó el criterio para que todas las autoridades jurisdiccionales pudieran 

hacer ese tipo de control de constitucionalidad de normas generales. Por lo cual, desde esa 

fecha los poderes judiciales locales también participan en la defensa del pacto federal. De 

ahí, la importancia de mejorar el ejercicio del control difuso de normas y su aplicación por 

parte de los juzgadores de las entidades federativas; con lo cual, éstos podrán patentizar 

su protagonismo en la protección de la Constitución Federal y, así, corregir la marcha hacia 

un federalismo judicial más sano. Para esta empresa lo que se propone es implementar el 

precedente judicial obligatorio en los ordenamientos jurídicos de las entidades federativas 

para el ejercicio del control constitucional difuso. 
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El precedente judicial obligatorio para las entidades federativas propone mejorar el 

control difuso de normas generales en México 

 

En 2021 hubo una reforma al artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos para permitir a la Suprema Corte de Justicia de la Nación crear jurisprudencia 

por precedente obligatorio. Esto significa que la Corte Suprema, con resolver un juicio en 

donde se discuta la constitucionalidad de una norma general, podrá emitir los criterios 

obligatorios —al respecto— para todos los órganos jurisdiccionales del país. Esto es un 

control constitucional concentrado de normas generales, pero con el poder y la eficiencia 

práctica de cortes supremas como la estadounidense. Tribunal supremo que únicamente 

ejerce control difuso de constitucionalidad de normas, pero, a lo largo de su trayectoria, ha 

logrado fallos emblemáticos como: Brown v. Board of Education (1954), en donde declaró 

inconstitucionales las normas que permitían la segregación racial en aquel país. Si bien la 

reforma del año 2021 es un avance para la mejora del control de constitucionalidad de 

normas generales en México, perpetúa el monopolio que, al respecto, ha tenido el Poder 

Judicial federal. No obstante, la reforma hizo que las miradas se voltearan hacia la figura 

del precedente judicial y su introducción al sistema jurídico mexicano (con algunos rasgos 

del sistema de precedentes [propio del commow law]). 

En ese sentido, la introducción del precedente judicial obligatorio para las entidades 

federativas —y no solo para el Poder Judicial federal (como sucedió en la reforma de 

2021)— propone mejorar el ejercicio del control difuso por parte de los jueces locales. De 

tal manera que la decisión sobre la constitucionalidad de una norma por parte de un tribunal 

superior de una entidad federativa tendría la fuerza para obligar a las demás autoridades 

—con competencia en esa demarcación territorial— a no aplicar la norma que, en el caso 

en concreto, dicho tribunal haya declarado contraria a la Constitución, sin que, en lo 

atinente, sea necesaria la intervención del Poder Judicial federal. Este escenario nos acerca 

a un federalismo judicial en donde los poderes de diversos órdenes de gobierno cooperen 

en la defensa de la supremacía constitucional, sin que uno esté supeditado a la voluntad 

del otro, por lo que hace a la protección de los derechos humanos contenidos en el pacto 

federal. 
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[i] Alvarez, José, “Principios y fundamentos para el debate sobre el federalismo judicial”, 

Justicia Electoral, vol. 1. núm. 5, 2010, p. 359. https://tecnologias-

educativas.te.gob.mx/RevistaElectoral/content/pdf/r-2010-04-005.pdf 

 

[ii] Suprema Corte de Justicia de la Nación, Serie de grandes temas del constitucionalismo 

mexicano, el federalismo, México, Coordinación de Compilación y Sistematización de 

Tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2005, p. 27. 
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¿Por qué es importante y necesario el reconocimiento de los cuidados como 

derechos humanos? 

Jessica Espinoza-Espinoza 

2025-07-04 

 

A partir de periodos históricos, las funciones de cuidado (alimentación, acompañamiento, 

atención y protección) han sido concebidas como responsabilidades exclusivamente 

“familiares” y “naturales” de las mujeres. Esta asignación más allá de todo romanticismo 

amoroso de la maternidad, propio de inicios del siglo XX, trajo consigo profundas 

desigualdades estructurales entre mujeres y hombres. Ellas han sido asignadas de forma 

desproporcionada a las funciones indispensables para la vida de los seres humanos, sin 

recibir ninguna forma de reconocimiento social ni protección legal por parte del Estado ni 

de la comunidad. 

 

La identificación de los cuidados como derechos humanos conlleva el desmantelamiento 

desde el rol que cumple el derecho, de estas lógicas históricas que ocultan un elemento 

esencial para la perpetuidad de la existencia humana, así como la construcción de los 

cimientos para una sociedad más igualitaria y democrática. 

 

1. Romper con la noción de "naturalización" y la segregación sexual en el ámbito laboral 

 

La primera justificación para clasificar a los cuidados en la categoría de derechos humanos 

radica en que, de lo contrario, continuaremos perpetuando la división sexual del trabajo que 

considera “natural” que las mujeres deben asumir dichas funciones en condiciones de 

auténtica desigualdad. Dentro del paradigma heteropatriarcal, las sociedades les han 

conferido el deber casi exclusivo de “generar, regenerar y sostener” la vida, que ha 

perpetuado no solo la desigualdad y las formas de expresión de violencia desde el ámbito 

doméstico, sino que también en el ejercicio de otros derechos, como el derecho al trabajo, 

a la educación, la autonomía económica, y la participación política, con lo que se mantiene 

invisibilizado el valor social y económico del trabajo de los cuidados. 

 

Al reconocer a los cuidados como derecho humano, trascendemos su concepción como 

una simple labor doméstica o función familiar convencional, para interpretarlo como un 

deber y una garantía de todas las personas, se incluye a los hombres, las mujeres, al Estado 
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y otros actores sociales. Este planteamiento pone en tela de juicio la concepción de que los 

cuidados son “cosas de mujeres” y redistribuye de manera igualitaria las obligaciones entre 

ambos sexos, así se fomenta un compromiso de corresponsabilidad con el Estado. 

 

2. Asegurar la corresponsabilidad tanto a nivel estatal como social 

 

Cuando los cuidados son únicamente reconocidos como una “labor privada o doméstica”, 

se exime al Estado de cualquier responsabilidad, y se permite que el mercado no 

intervenga. Este fenómeno resulta en una ausencia total de políticas públicas y en el 

deterioro de las condiciones de vida. En contraposición, cuando los cuidados son 

reconocidos como derechos humanos, el Estado asume el rol de garante primordial 

mediante la obligación de prestar servicios, infraestructura, presupuestos apropiados, y 

marcos normativos que salvaguarden tanto a los beneficiarios como a los proveedores de 

los cuidados. 

 

La Constitución de Ecuador de 2008 ha integrado de manera progresiva el reconocimiento 

de los cuidados como derechos, estableciendo responsabilidades explícitas de fomentar 

sistemas públicos de atención sanitaria. Este marco histórico previo, fue propicio para la 

promulgación en 2023 de la primera Ley Orgánica de los Cuidados, donde se dispuso la 

creación de políticas de corresponsabilidad que integran la actuación conjunta entre las 

entidades del Estado y gobierno, con las comunidades, empresas y familias, con lo que se 

desafía la concepción de que los cuidados son “trabajo no remunerado”, “labor familiar” o 

“natural”. 

 

3. Afrontar la crisis sanitaria y las desigualdades vinculadas a ella 

 

La “crisis de los cuidados"” caracterizado por el envejecimiento demográfico, las patologías 

crónicas, la precariedad laboral y el cambio climático que incrementan la necesidad de 

atención sanitaria, requiere de respuestas gubernamentales reales y efectivas. A lo largo 

de la pandemia de COVID-19, las demandas de cuidado se intensificaron y recayeron en 

las mujeres, quienes experimentaron jornadas interminables y carecieron de redes de 

apoyo. El reconocimiento de los cuidados como derechos humanos en el “deber ser” 

implicaría una posición más activa y diligente por parte de los Estados en la formulación 
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integral de su desarrollo y de las garantías para su cumplimiento ante las desigualdades 

estructurales existentes que se agravan en el contexto de crisis antes referido. 

 

Con este reconocimiento, se podría crear políticas públicas para la profesionalización de 

los trabajadores del cuidado (mujeres y hombres) hasta la implementación de guarderías, 

centros de atención domiciliaria y sistemas de atención de larga duración, la valoración 

económica de las prestaciones y muchos más derechos a ser cuidado, a cuidar y al 

autocuidado. Esto impondría a los Estados la responsabilidad de actuar de forma diligente 

en garantizar este derecho más allá de la formalidad o el reconocimiento en el texto de la 

norma. 

 

4. Contribuir a una democracia solidaria y equitativa 

 

La democracia actual no puede ser conceptualizada solamente como un sistema de 

representación política; debe fundamentarse en la garantía efectiva de derechos para todas 

las personas. Cuando estas no son debidamente atendidas, su habilidad para interactuar 

en el espacio público se ve comprometida. La persona que dedica jornadas ininterrumpidas 

a los cuidados sin recibir reconocimiento ni respaldo no puede participar de manera integral 

en procesos de deliberación colectiva ni en el ejercicio de derechos políticos. El 

reconocimiento de los cuidados como un derecho humano potencia la ciudadanía al otorgar 

tiempo y recursos para hacer efectiva las dimensiones más prácticas de los cuidados desde 

las familias hasta la comunidad y las empresas. 

 

Es necesaria una “democracia cuidadora” que sitúe estos derechos en el núcleo de la 

justicia social, en consonancia con la perspectiva de la sostenibilidad de la vida como pilar 

fundamental de la legitimidad política. Por lo tanto, los cuidados no son solo un ámbito 

privado, sino con relevancia ciudadana, política, económica y social, para salvaguardar la 

vida en todas sus etapas, desde la primera infancia hasta la vejez, y de mantener nuestra 

interdependencia como seres humanos desde la cooperación y la interdependencia. 

 

5. Fomentar la paridad de género y el empoderamiento femenino 

 

Históricamente, la asignación predominante del trabajo de los cuidados a las mujeres ha 

consolidado su estatus de subordinación. El reconocimiento de este derecho humano no 
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solo redistribuye la responsabilidad, sino que también revaloriza el aporte social, económico 

y simbólico de las mujeres. 

 

Esta perspectiva posibilita superar la noción de que los cuidados son la “expresión del amor” 

y lo interpreta como un servicio público fundamental que demanda recursos, políticas 

públicas, acciones políticas, económicas, remuneraciones adecuadas, formación 

profesional, seguridad social y protección legal. Este reconocimiento propiciará que los 

hombres asuman y desarrollen su capacidad cuidadora mediante responsabilidades que 

eliminen las desiguales de género y contribuya a la estructuración igualitaria de 

organización laboral. Además, proporcionará soporte legal para que todas las personas, por 

diversas razones (discapacidad, edad, enfermedad), que necesitan asistencia, aseguren 

tratos dignos y justos. 

 

En conclusión, la identificación de los cuidados como derechos humanos no solo rectifica 

una injusticia histórica que subestima el trabajo de millones de mujeres y familias; también 

constituye un requisito esencial para asegurar existencias dignas, democracias robustas e 

igualitarias, y sistemas sociales sostenibles. Al elevar estas obligaciones y prerrogativas al 

ámbito jurídico, imponemos a los Estados la responsabilidad de formular políticas públicas 

integrales y no acciones benefactoras, sino distribuir recursos apropiados y garantizar la 

responsabilidad compartida de todos los actores sociales. Así, progresamos hacia 

sociedades en las que el bienestar colectivo se convierta en un objetivo constitucional y no 

un privilegio circunstancial de unos pocos. 
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